
 



 



 



 



 



 



CÓDIGO DE ÉTICA

de Fiscales y Abogados
del Ministerio Público





Los principios, valores y normas institucionales reco-
nocidos en este documento se erigen como una base 
sólida para la definición de imperativos éticos que 
deberán regir el actuar de los fiscales y abogados, 
tratándose de reglas que deben servir de guía en la 
conducta y en la toma de decisiones, promovien-
do el ejercicio responsable de la función pública.

El presente Código establece estándares sobre 
integridad, respeto y responsabilidad con la fi-
nalidad de fortalecer la función persecutora y la 
legitimidad de las decisiones institucionales.

Este Código no tiene carácter sancionatorio, y no es-
tablece sanciones administrativas. Sin embargo, estas 
reglas no constituyen una limitación o impedimento 
para la instrucción de los procedimientos disciplina-
rios, cuando procediere.

Las referencias a fiscales se entenderán en todo caso 
extensivas a abogados asistentes y abogados aseso-
res, en lo que les fueren pertinentes.
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a. Autonomía. Capacidad del Ministerio Público, en tanto órgano 
autónomo del Estado, para autogobernarse, mediante normas y 
órganos propios establecidos en la Constitución Política de la Re-
pública y en la Ley N°19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio 
Público, en función de la dirección exclusiva de la investigación de 
los hechos constitutivos de delito, los que determinen la partici-
pación punible y los que acrediten la inocencia del imputado, y el 
ejercicio de la acción penal pública, además de la adopción de me-
didas para proteger a las víctimas y a los testigos. Conforme a este 
principio, el Ministerio Público está sometido a la ley, al control ju-
risdiccional, y a las responsabilidades correspondientes.

b. Objetividad. Durante la investigación, los fiscales deberán 
cumplir con su función persecutora investigando con igual diligen-
cia tanto los hechos y circunstancias que fundamenten o agraven 
la responsabilidad del imputado, como aquellos que la eximan, 
extingan o atenúen. Deberán considerar siempre el mérito de la 
investigación y velar por la correcta aplicación de la ley.

c. Probidad Administrativa. Los fiscales deberán observar estric-
tamente el principio de probidad administrativa, que implica una 
conducta funcionaria moralmente intachable y una entrega ho-
nesta y leal al desempeño del cargo, con preeminencia del interés 
público sobre el privado.

Principios y valores
institucionales

Los principios forman parte del actuar propio del Ministerio Público, 
y se encuentran normados en la Constitución y Ley Orgánica que 
dan origen a la institución.

TÍTULO I

Principios del Ministerio Público
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d. Legalidad. El Ministerio Público está obligado a iniciar y soste-
ner la persecución penal de todo delito del cual tenga conocimien-
to, sin que pueda suspenderla, interrumpirla o hacerla cesar a su 
arbitrio, salvo que ello sea conforme a la ley. Le asiste la obligación 
de investigar, y si existen antecedentes, formular la correspondien-
te acusación, salvo los casos reglados de oportunidad.

e. Eficiencia. En la investigación y en el cumplimiento de sus 
funciones, el Ministerio Público privilegiará la realización de ac-
tuaciones ágiles y expeditas, utilizando los recursos públicos con 
economía y eficacia, siempre dentro de un procedimiento racional 
y justo.

f. Transparencia. Los actos y resoluciones del Ministerio Público 
son públicos salvo las excepciones que establece la ley, entre las que 
se incluyen aquellas que sean en desmedro de la prevención, inves-
tigación y persecución de un hecho que revista caracteres de delito.
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Valores Institucionales

a. Vocación de servicio público: Los fiscales deben ejercer sus 
funciones, con el compromiso de prestar un servicio que busque 
dar cabal cumplimiento a sus obligaciones constitucionales, bajo 
los principios establecidos en este código.

b. Institucionalidad. Los fiscales desempeñarán sus funciones 
con dedicación y con voluntad de transmitir, promover y practicar 
los valores y los objetivos institucionales, para procurar una bue-
na convivencia organizacional, en un ambiente de colaboración y 
confianza, representando con seriedad al Ministerio Público ante 
la sociedad y en su relación con todos los intervinientes.

c. Respeto. Durante el desarrollo de las funciones propias del Mi-
nisterio Público, y de las responsabilidades individuales y colectivas, 
deberá promoverse una buena convivencia organizacional con es-
pecial consideración por el valor de todas las personas y el reconoci-
miento mutuo entre todos los miembros del Ministerio Público.

d. Profesionalismo. Se deberá actuar con competencia, respon-
sabilidad, ética, eficiencia, y compromiso en el entorno laboral. 
Esto implica desempeñar fielmente las funciones del cargo, man-
tener una actitud positiva, respetar las normas y pautas estable-
cidas, y procurar siempre la excelencia en el desempeño y en los 
resultados del trabajo.

Los valores son característicos de la cultura institucional y no cambian 
con el tiempo, deben estar presentes en todos los procesos internos y, 
además, deben ser conocidos por todos los fiscales y abogados.
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e. Independencia. Los fiscales deberán ejercer sus funciones y to-
mar decisiones sin interferencia de ningún tipo, ya provengan éstas 
de otros poderes públicos o de particulares.

f. Compromiso por la justicia. Se manifiesta en un compromiso 
ético y moral con la justicia, y en la voluntad constante de actuar 
honorablemente y de manera justa con los demás, en el ejercicio 
de las funciones propias.

g. Coherencia. Los fiscales deben mantener una actitud conse-
cuente con los principios y valores que profesa la institución, de los 
cuales nacen normas de conducta a las que los fiscales y abogados 
se comprometen.
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Intervención en el proceso 
penal y relaciones con jueces e 
intervinientes

a. Imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. Los fiscales de-
berán mantener en toda circunstancia su imparcialidad e indepen-
dencia, evitando actos de cercanía o familiaridad con magistrados, 
jueces, abogados querellantes o defensores en el ejercicio de sus 
funciones.

b. Relación con abogados y procuradores: En los asuntos en 
trámite, los fiscales se relacionarán profesionalmente única y exclu-
sivamente con los abogados y procuradores de los intervinientes, 
manteniendo dichas relaciones dentro del marco de confidenciali-
dad y sin perjuicio de las obligaciones legales para con las víctimas.

c. Conducción de la investigación: Los fiscales deberán dirigir la 
investigación con autonomía técnica, adoptando decisiones funda-
das respecto de las hipótesis investigativas pertinentes conforme a 
los antecedentes disponibles. Deberán evitar focalizar los hechos 
del caso en forma arbitraria en desmedro de explicaciones alterna-
tivas plausibles, a efectos de evitar errores o prejuicios que pueden 
ocasionar daños posteriores a la investigación.

La intervención del Ministerio Público en el proceso penal es una de 
sus funciones más relevantes, tanto en la dirección de la investiga-
ción, en el ejercicio de la acción penal pública, como en la adopción 
de medidas de protección a víctimas y testigos, razón por la cual 
deben tenerse en consideración los siguientes lineamientos éticos:

TÍTULO II
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Conflictos de intereses y gestión 
de los bienes de la Fiscalía

a. Independencia frente a compromisos personales. Los fisca-
les se asegurarán de que sus relaciones personales o de cualquier 
otra índole no interfieran o resulten incompatibles con el ejercicio 
de sus funciones, por lo cual deberán poner en conocimiento de 
su superior jerárquico cualquier situación en la que una amistad 
íntima, enemistad manifiesta, estrecha familiaridad, deber de gra-
titud, o vínculos sociales relevantes con algún letrado u otro in-
terviniente en el proceso —con quien coincidan en un asunto o 
servicio determinado— pueda influir negativamente en el ejercicio 
de sus funciones. 

b. Uso responsable de bienes fiscales. Los fiscales harán un 
buen y correcto uso de los bienes, recursos y fondos públicos 
puestos a su disposición, garantizando que su utilización tenga 
una finalidad institucional.

c. Invocación de la condición profesional: Los fiscales, actuan-
do en sus funciones propias, podrán y deberán invocar su cargo 
con miras al correcto desempeño de su tarea. Por el contrario, en 
el ámbito privado no deberán invocar su cargo para obtener cual-
quier tipo de ventaja, en beneficio propio o de terceros.

d. Acceso a la información de procedimientos: Los fiscales po-
drán y deberán acceder a toda la información disponible en los 
procedimientos a su cargo. Por el contrario, no deberán acceder 
a información de procedimientos en los que no intervengan, salvo 
por algún interés en la persecución penal. Tratándose de informa-
ción sometida a secreto legal, deberán solicitar esta información al 
fiscal a cargo de la investigación.

TÍTULO III
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e. Regalos y favores: Los fiscales deberán rechazar obsequios, re-
galos, favores, servicios o invitaciones que impliquen un costo pe-
cuniario para quien invita, que excedan de la mera cortesía y usos 
sociales en las relaciones institucionales. En ningún caso deberán 
aceptar invitaciones ofrecidas en atención a su participación pro-
fesional en asuntos concretos.

f. Transparencia en actividades públicas remuneradas: Cual-
quier actividad pública remunerada que desarrollen los fiscales, 
siempre que sea compatible con sus funciones, deberá realizarse 
con la máxima transparencia, informando a las jefaturas correspon-
dientes en caso de tratarse de actividades remuneradas, de aquellas 
contempladas en la ley.

g. Compromisos con entidades públicas y privadas: Los fiscales 
se asegurarán de que sus compromisos particulares con entidades 
públicas o privadas no interfieran en el ejercicio de sus funciones.



CÓDIGO DE ÉTICA DE FISCALES Y ABOGADOS DEL MINISTERIO PÚBLICO

13

Registro y acceso a la 
información
Los fiscales deberán respetar fielmente el principio de objetividad 
desde el inicio de las investigaciones, lo que implica las siguientes 
acciones o estándares éticos:

a. Deberán consignar o disponer que se consigne toda la informa-
ción recibida, pertinente y relevante para la investigación, tanto la 
que permita fundar la participación y responsabilidad penal del im-
putado, como aquella que extingue o aminora tal responsabilidad.

b. Deberán ordenar la conservación del material probatorio de 
interés de los intervinientes de conformidad a la normativa regla-
mentaria interna. Por el contrario, no deberán disponer la destruc-
ción de dicho material probatorio, salvo en casos que la ley lo au-
torice o por orden judicial.

c. Deberán disponer que se facilite a los intervinientes el acceso a 
los registros de la investigación, salvo los casos de reserva o secre-
to establecidos en la ley.

TÍTULO IV
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Relaciones
con los abogados

a. Los fiscales en los asuntos relacionados con las investigaciones 
vigentes se relacionarán profesionalmente con los abogados de 
los intervinientes, y deberán permitir y facilitar que tengan acceso 
a los elementos relevantes de la causa tan pronto estén disponi-
bles para que puedan ejercer ampliamente la defensa, de forma 
oportuna, los cuales se mantendrán en el necesario marco de con-
fidencialidad, salvo cuando la propia legislación prevea su reserva 
o resguardo.

b. Los fiscales se relacionarán con los abogados litigantes de bue-
na fe y con honestidad, lo que implica ser transparente con la infor-
mación entregada, cumplir los acuerdos verbales o escritos, salvo 
causa justificada. El deber ético de los fiscales no implica asumir 
funciones propias de la defensa sino abstenerse de conductas 
abusivas o desleales.

c. Los fiscales interactuarán con los abogados litigantes entregan-
do un trato igualitario y ecuánime, ajustándose a los protocolos y 
criterios internos del Ministerio Público en causas similares, evitan-
do hacer diferencias arbitrarias entre ellos.

d. Los fiscales deberán abstenerse de tomar decisiones en una 
causa, cuando estén vinculados por una relación personal, afec-
tiva, de algún interés económico con los intervinientes o con los 
abogados litigantes, o les afecte alguna causal de inhabilidad, que 
pueda afectar los principios de imparcialidad y objetividad, con 
objeto de evitar cualquier conflicto de interés, situación que debe-
rá ser informada a la jefatura correspondiente.

TÍTULO V
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e. Los fiscales deberán utilizar en sus comunicaciones oficiales con 
los abogados y demás intervinientes las vías institucionales oficia-
les y regulares, atendido al trato igualitario que debe darse a todos 
los intervinientes.
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Relaciones con los intervinientes
1. Relaciones con las víctimas

a. Los fiscales deberán informar o disponer que se informe a la víc-
tima acerca de sus derechos durante la investigación.

b. Si los fiscales advierten problemas de especial vulnerabilidad 
de la víctima, deberán adoptar las medidas para su protección y 
resguardo. 

c. Los fiscales deberán advertir a la víctima de su obligación de de-
clarar la verdad de lo ocurrido y procurar un relato espontáneo. La 
declaración deberá ser registrada en forma fidedigna e íntegra en 
las actas y registros de la Fiscalía.

d. Los fiscales deberán evitar estereotipos o prejuicios que puedan 
afectar las condiciones de la declaración o predisponer a la víctima 
a entregar información debida y oportuna.

e. Los fiscales deberán aclarar a la víctima los roles y funciones de 
la Fiscalía, con el objeto de evitar la confusión entre los legítimos 
intereses de la víctima y los intereses de la Fiscalía. Una manifes-
tación de ello es el deber de informar a la víctima de su eventual 
decisión de explorar acuerdos o salidas alternativas al proceso en 
el debido momento procesal, para efectos de que la víctima pueda 
preparar sus argumentos y eventualmente oponerse a las preten-
siones de la Fiscalía. Asimismo, los fiscales deberán informar a las 
víctimas acerca de su derecho a contar con asesoría letrada en la 
defensa de sus intereses particulares.

f. Los fiscales deberán adoptar los mecanismos para resguardar la 
intimidad e integridad de la víctima de un caso, impidiendo la expo-
sición pública de aquellos antecedentes o datos que impliquen re-

TÍTULO VI
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victimización o riesgos de amenaza o daño a su persona o su familia.

2. Relaciones con el imputado

a. La declaración del imputado debe ser siempre voluntaria, sin 
que pueda ser forzado o coaccionado indebidamente de manera 
alguna, atendido su derecho a guardar silencio.

b. La declaración deberá efectuarse previa lectura de sus derechos,
especialmente su derecho a guardar silencio y a contar con un 
abogado que le asista, y con mención de los hechos o cargos por 
los cuales se le investiga o imputa.

c. El tiempo de duración de la declaración deberá considerar las 
condiciones de salud y edad del imputado.

d. La declaración deberá ser registrada en forma fidedigna e ínte-
gra en las actas y registros de la Fiscalía.

3. Relaciones con los testigos

a. Los fiscales deberán informar al testigo en su primera entrevista 
acerca de sus derechos y obligaciones, y en especial el de ser veraz 
en cuanto a la información que proporcione.

b. Los fiscales deberán consignar la versión del testigo, sin modi-
ficar lo declarado o alterar las respuestas proporcionadas. Lo se-
ñalado debe entenderse sin perjuicio de la necesidad de solicitar 
explicaciones frente a términos o vocablos que no sean posibles 
de entender o de ampliar las respuestas a temas o hechos que el 
testigo no ha referido y sin perjuicio que el testigo desee corregir o 
complementar sus dichos.

c. Los fiscales podrán dirigir y focalizar la declaración hacia aque-
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llos temas que estimen pertinentes, sin que ello implique omitir o 
dejar de registrar las respuestas del testigo que no coincidan nece-
sariamente con la hipótesis del entrevistador.

d. Cuando los fiscales adviertan que el testigo se encuentra en una 
situación de riesgo con ocasión de su declaración, deberán activar 
el uso de mecanismos de resguardo o protección en su favor.

e. Si en la preparación del testigo para el juicio u otra instancia, 
aparece información exculpatoria del imputado y acusado, que el 
testigo no refirió con anterioridad, los fiscales deberán consignar 
tal información en los registros y notificar de ello a la defensa a la 
brevedad.

f. Cuando los fiscales interroguen a una persona respecto de quien 
se solicita información de un hecho y se ignore su relación exacta 
con los mismos, se le deberá advertir que está citado en condición 
de testigo, pero que está facultado a guardar silencio en caso de 
riesgo de autoincriminación.
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Relaciones con los funcionarios 
policiales
a. Los fiscales deberán mantener una relación directa y profesio-
nal con los funcionarios policiales, la que se regirá por el respeto 
y cortesía inherente al cargo público que ejercen, y deberá estar 
orientada a la formación continua, para asegurar que ambas partes 
conozcan sus competencias, responsabilidades y actúen de mane-
ra coordinada y eficaz.

b. Los fiscales deberán ejercer el control sobre la labor policial a 
través de la dirección funcional de la investigación penal y con el 
objetivo de asegurar que se ajuste al proceso y se respeten las ga-
rantías constitucionales.

c. Los fiscales deberán desestimar aquella información que pro-
venga de la policía y que sea ostensible de ser excluida por infrac-
ción de derechos o garantías fundamentales. Lo anterior se entien-
de sin perjuicio del deber de denuncia o de iniciar investigación 
por las acciones policiales que supongan la comisión de delitos.

d. Los fiscales deberán representar a la policía, en relación con su 
actuar en que se adviertan errores, ilegalidades, vulneración de de-
rechos o garantías, de modo de erradicar prácticas irreconciliables 
con las exigencias propias de un sistema penal.

e. Los fiscales deberán informar a la policía, cuando ello sea po-
sible, el momento desde el cual la persona investigada posee el 
carácter de imputado o imputada a fin de que se puedan respetar 
los derechos y garantías asociados a tal naturaleza procesal. Lo an-
terior, sin perjuicio de las facultades autónomas de la policía.

TÍTULO VII
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f. Sin perjuicio de las disposiciones legales e instrucciones genera-
les, los fiscales deberán instruir adecuadamente a la policía en la 
detección, levantamiento, transporte, almacenamiento y custodia 
de la evidencia de una investigación, para permitir la trazabilidad 
de la cadena de custodia y la protección de la evidencia.
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Relaciones con los peritos
a. Los fiscales deberán entregar información pertinente, completa 
y veraz a los peritos, previo a la elaboración de sus informes.

b. Los fiscales solicitarán a los peritos que sus conclusiones se basen 
en la metodología y el estado actual de la ciencia o arte y conforme 
al mérito de los antecedentes del caso, cuando sea procedente. En 
consecuencia, no procede solicitar conclusiones específicas del 
caso o modificar las ya obtenidas, salvo las correcciones o aclara-
ciones cuando el informe lo requiere para su mejor comprensión.

TÍTULO VIII
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Uso adecuado de la selectividad 
penal y salidas alternativas
a. Los fiscales en sus investigaciones deberán hacer un adecuado y 
correcto uso de la selectividad y de las salidas alternativas, ponde-
rando el interés de la víctima, la resocialización y el interés público.

b. Los fiscales deberán promover o procurar que la información 
previa a la adopción de la decisión sea debidamente informada 
a la víctima, explicando las razones del uso de la selectividad o de 
salidas alternativas, cuando sea procedente, así como los meca-
nismos procesales contemplados para manifestar su legítima opo-
sición a ellas.

c. Los fiscales al momento fundar la procedencia del procedimien-
to abreviado, deberán realizar el cálculo de pena conforme a los 
criterios del legislador. En consecuencia, no deberán forzar indebi-
damente dicho cálculo para acceder al procedimiento abreviado.

d. Los fiscales no deberán soslayar la solicitud de autorización 
para una salida alternativa, decisiones de no perseverar, sobresei-
mientos o procedimientos abreviados, cuando esta sea exigible de 
acuerdo con las instrucciones vigentes.

e. Los fiscales, en las negociaciones en que participen para even-
tuales salidas alternativas o procedimientos abreviados, deberán 
velar por la confidencialidad y lealtad con su contraparte, con el fin 
de velar por el éxito de las mismas y que solo sea revelada aquella 
información que se requiera para fundar y explicar el acuerdo en 
sede judicial.

f. Los fiscales deberán negociar de buena fe y no deberán cambiar 
o modificar los términos del acuerdo, salvo que exista un motivo 

TÍTULO IX
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sobreviniente justificado que debe ser enunciado con anterioridad 
a la audiencia o al inicio de la misma, con objeto de verificar la 
sustentabilidad de la negociación.

g. Los fiscales deberán oponerse a los acuerdos que no cumplen 
con las exigencias legales y procesales e incluso a los acuerdos en-
tre víctimas e imputados cuando existan intereses públicos rele-
vantes comprometidos, los que deberán hacer valer en audiencia. 
Asimismo, se opondrán a los acuerdos cuando verifiquen que el 
consentimiento del imputado o de la víctima en los casos que pro-
ceda, no aparece prestado en condiciones de fiabilidad y exento 
de coacciones, presiones o distorsión de los efectos del mismo.
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Información sobre procesos
penales
a. Obligación de Reserva. Los fiscales dispondrán medidas para 
proteger la información confidencial, sensible o privada a la que 
tienen acceso en el ejercicio de sus funciones, para mantener la 
reserva, y evitar la divulgación, la que podrán utilizar con los fines 
autorizados por la ley y la normativa interna.

Deberán adoptar los mecanismos de resguardo que estén disponi-
bles para impedir las filtraciones de la investigación, y bajo ningu-
na condición deberán proporcionar a terceros, información de una 
investigación sometida a reserva.

Además, no deberán anticipar las actividades de investigación espe-
cíficas que la Fiscalía realizará sobre un determinado caso cuando su 
divulgación pública pueda afectar la eficacia de la misma, sin perjuicio 
de la mención de actividades de carácter general sobre la investigación.

b. Libertad de expresión. La Libertad de expresión es un derecho 
del fiscal en su calidad de ciudadano y está garantizado constitucio-
nalmente, lo que le permite difundir su pensamiento y opiniones 
sin censura previa. Sin embargo, deberá ejercerlo con prudencia y 
en todo momento deberá respetar las obligaciones derivadas del 
secreto profesional, la reserva, la discreción y la consideración a 
los derechos de los intervinientes, prestando especial cuidado en 
evitar actuaciones o emitir juicios que puedan comprometer su im-
parcialidad y objetividad, así como la imagen del Ministerio Público.

No deberán manifestar comentarios que reflejen sus preferencias 
políticas, estereotipos, sesgos, o prejuicios que puedan constituir 
una falta de objetividad, especialmente en redes sociales u otros 
medios de comunicación.

TÍTULO X
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c. Participación en debates públicos: Los fiscales podrán partici-
par en debates públicos sobre derecho, persecución penal y admi-
nistración de justicia, representando los criterios institucionales, 
previa autorización de la jefatura correspondiente. Sin embargo, 
deberán abstenerse de intervenir en debates públicos sobre pro-
cedimientos en trámite.

d. Relación con los medios de comunicación. Los lineamientos 
comunicacionales del Ministerio Público serán conducidos por 
las Unidades de Comunicaciones de la Fiscalia Nacional y de las 
Fiscalías Regionales, respectivamente. Los fiscales actuando en su 
calidad de tales no deben conceder entrevistas a medios de comu-
nicación de ningún tipo sin antes valorar la pertinencia, contenido 
y alcances con las respectivas Unidades de Comunicación y con el 
Fiscal Regional, salvo las interacciones que se realizan a la salida 
de audiencias con objeto de informar lo ocurrido en aquellas.
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Uso responsable de redes sociales
a. Reconociendo que la libertad de emitir opinión es un derecho 
constitucional, se recomienda que, en el uso de las redes socia-
les, cuando se identifiquen directa o indirectamente como fiscales, 
actúen conforme a las normas y principios del presente Código, 
considerando la importancia de su función.

b. En el uso de redes sociales, los fiscales deberán ser prudentes en 
sus expresiones, opiniones e interacciones que tengan contenido 
simbólico, considerando que la participación en cualquier red so-
cial tiene trascendencia pública y, por lo tanto, deberá efectuarse 
con la misma prudencia con que se efectúan las manifestaciones 
presenciales o incluso mayor, dada la enorme difusión y alcance 
de los contenidos publicados en redes sociales.

c. Los fiscales no deberán interactuar en redes sociales de una ma-
nera que razonablemente pueda ser percibida como una expre-
sión institucional que pueda llevar a cuestionar su imparcialidad y 
objetividad en el desempeño de sus funciones.

d. La función del fiscal conlleva un ejercicio de reflexión, mesura y 
autocontención cuando se expresan o transmiten posturas u opi-
niones, independiente de si están en ejercicio de su cargo o de si 
están usando sus dispositivos personales.

e. Los fiscales no deberán expresar mediante publicaciones, co-
mentarios o reacciones, opiniones políticas, apoyo a causas socia-
les o manifestaciones, que puedan ser percibidas como signos de 
amistad, enemistad, o afinidad con determinadas personas, gru-
pos u organizaciones.

TÍTULO XI
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Uso responsable de los sistemas de 
inteligencia artificial
a. Los fiscales en el ejercicio de sus funciones deberán emplear las
herramientas de inteligencia artificial que sean contratadas o de-
sarrolladas por el propio Ministerio Público, o bien aquellas de ca-
rácter interinstitucional para las cuales exista un convenio de uso, 
atendido que las herramientas señaladas garantizan el resguardo 
de la información.

b. Los fiscales en sus investigaciones no deberán utilizar platafor-
mas de inteligencia artificial de uso libre para fines relacionados 
con la tramitación de causas penales, ya que dichas plataformas 
procesan la información ingresada por los usuarios en entornos no 
adecuadamente controlados que podrían comprometer informa-
ción confidencial o sensible.

c. Los fiscales que utilicen herramientas de inteligencia artificial en 
sus investigaciones penales deberán revisar en forma rigurosa el 
producto que obtengan de la interacción con ellas y sólo será uti-
lizado como herramienta de apoyo a la investigación, pero nunca 
como mecanismo de toma de decisiones, que es de exclusiva res-
ponsabilidad del fiscal.

TÍTULO XII
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Investidura del cargo de Fiscal en 
tanto Autoridad
a. La Constitución Política de la República establece al Ministerio 
Público como un organismo autónomo y jerarquizado, y al Fiscal 
Nacional como la autoridad superior del Ministerio Público, de 
quien dependen jerárquica y directamente el Fiscal Supraterritorial, 
los Fiscales Regionales, y a través de estos, los fiscales adjuntos.

b. El Fiscal Nacional de conformidad a lo establecido en el artículo 
41 de la Ley N°19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Públi-
co, procede a designar a los fiscales adjuntos.

c. El carácter de Autoridad de los Fiscales emana directamente del 
capítulo VII de la Constitución y de la Ley N°19.640, dotándoles de 
facultades exclusivas de persecución penal.

d. Cada vez que sea nombrado un nuevo fiscal adjunto por el Fiscal 
Nacional, deberá ser investido del cargo y éste jurará o prometerá 
desempeñar fiel y lealmente el cargo de fiscal adjunto del Ministe-
rio Público, con estricto apego a la Constitución Política, a la Ley 
N°19.640 y al Código de Ética de Fiscales y Abogados.

TÍTULO XIII
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Comité de Etica
a. Existirá un Comité de Ética de naturaleza consultiva y orientado-
ra, cuya función esencial será contribuir al discernimiento ético de 
fiscales y abogados, dando respuesta a consultas que se formulen 
sobre el alcance de los temas abordados en este Código, u otros 
relacionados con asuntos de problemáticas éticas del correcto 
ejercicio de las funciones propias del cargo.

b. El Comité de Ética estará facultado para interpretar este Código, 
conocer y analizar situaciones complejas concretas, emitir reco-
mendaciones o pronunciamientos para prevenir riesgos éticos.

c. El Comité deberá resolver consultas relacionadas con eventua-
les conflictos entre distintos principios establecidos en este Códi-
go, o entre principios y normas que deben regir la conducta ética 
de fiscales y abogados, para lo cual deberá proporcionar una solu-
ción que pondere la afectación y la satisfacción de intereses para 
la situación planteada.

d. El Comité de Ética estará integrado por Fiscales Regionales que 
serán designados por Resolución del Fiscal Nacional, la que esta-
blecerá la forma de funcionamiento y el procedimiento de tramita-
ción de las consultas sobre ética.

e. En caso de que algún fiscal o abogado requiera efectuar alguna 
consulta respecto de algún contenido del Código de Ética o con 
asuntos relacionados con la problemática ética que debe regir su 
actuar, deberá canalizar su inquietud a la casilla de correo electró-
nico códigoética@minpublico.cl.

f. El mecanismo de consulta deberá permitir que los fiscales y abo-
gados puedan efectuar sus preguntas al Comité de Ética, en forma 
totalmente confidencial, si así lo desean. Los datos y antecedentes 

TÍTULO XIV
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proporcionados han de tratarse de forma reservada, así como la 
respuesta que se entregue a quien consulta.

g. En ningún caso el Comité de Ética cumplirá funciones jurisdic-
cionales o disciplinarias.
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Ángel Valencia Vásquez
Fiscal Nacional del Ministerio Público
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Ley Orgánica Constitucional 
del Ministerio Público
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El Ministerio Público, funciones y principios que orientan su actuación

   Artículo 1º.- El Ministerio Público es un organismo autónomo y 
jerarquizado, cuya función es dirigir en forma exclusiva la investi-
gación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen 
la participación punible y los que acrediten la inocencia del im-
putado y, en su caso, ejercer la acción penal pública en la forma 
prevista por la ley. De igual manera, le corresponderá la adopción 
de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. No podrá 
ejercer funciones jurisdiccionales.

    Artículo 2º.- El Ministerio Público realizará sus actuaciones pro-
cesales a través de cualquiera de los fiscales que, con sujeción a lo 
dispuesto en la ley, intervenga en ellas.
    Los fiscales, en los casos que tengan a su cargo, dirigirán la in-
vestigación y ejercerán la acción penal pública con el grado de in-
dependencia, autonomía y responsabilidad que establece esta ley.
    Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio 
Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los 
tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fis-
cal, con excepción de la comparecencia a las audiencias de juicio 
oral. Para tal efecto, será necesaria la delegación expresa y espe-
cífica para la actuación de que se trate, por parte de un fiscal del 
Ministerio Público, a dichos profesionales.
    El Fiscal Nacional, en el ejercicio de sus atribuciones, regulará la 
forma en que se delegará esta facultad.
    A los abogados asistentes de fiscal les será aplicable lo dispuesto 
en el artículo 9º bis, las inhabilidades establecidas en el Título IV, y 
las normas sobre responsabilidad aplicables a los fiscales.

    Artículo 3º.- En el ejercicio de su función, los fiscales del Minis-
terio Público adecuarán sus actos a un criterio objetivo, velando 
únicamente por la correcta aplicación de la ley. De acuerdo con 
ese criterio, deberán investigar con igual celo no sólo los hechos 
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y circunstancias que funden o agraven la responsabilidad del im-
putado, sino también los que le eximan de ella, la extingan o la 
atenúen.

    Artículo 4º.- El Ministerio Público podrá impartir órdenes directas 
a las Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación. Sin 
embargo, las actuaciones que priven al imputado o a terceros del 
ejercicio de los derechos que la Constitución asegura, o lo restrin-
jan o perturben, requerirán siempre de aprobación judicial previa.

    Artículo 5º.- El Estado será responsable por las conductas injusti-
ficadamente erróneas o arbitrarias del Ministerio Público.
    La acción para perseguir esta responsabilidad patrimonial pres-
cribirá en cuatro años, contados desde la fecha de la actuación 
dañina.
    En todo caso, no obstará a la responsabilidad que pudiese afec-
tar al fiscal o funcionario que produjo el daño, y, cuando haya me-
diado culpa grave o dolo de su parte, al derecho del Estado para 
repetir en su contra.    

    Artículo 6º.- Los fiscales y funcionarios del Ministerio Público de-
berán velar por la eficiente e idónea administración de los recursos 
y bienes públicos y por el debido cumplimiento de sus funciones.
    Los fiscales deberán cumplir sus cometidos coordinadamente y 
propender a la unidad de acción, evitando la duplicación o interfe-
rencia de funciones.
    Los procedimientos del Ministerio Público deberán ser ágiles y 
expeditos, sin más formalidades que las que establezcan las leyes 
y procurarán la simplificación y rapidez de sus actuaciones.

    Artículo 7º.- Las autoridades y jefaturas, dentro del ámbito de su 
competencia administrativa y en los niveles que corresponda, ejer-
cerán un control jerárquico permanente del funcionamiento de las 
unidades y de la actuación de los funcionarios de su dependencia.
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    Este control se extenderá tanto a la eficiencia y eficacia en el cum-
plimiento de los fines y objetivos establecidos, como a la legalidad 
y oportunidad de las actuaciones.

    Artículo 8º.- Los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público 
deberán observar el principio de probidad administrativa.
    La función pública se ejercerá con transparencia, de manera 
que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, 
contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en 
ejercicio de ella.
    El Ministerio Público adoptará las medidas administrativas ten-
dientes a asegurar el adecuado acceso a los fiscales por parte de 
cualquier interesado, con pleno respeto a sus derechos y dignidad 
personal.
    Son públicos los actos administrativos del Ministerio Público y 
los documentos que les sirvan de sustento o complemento directo 
y esencial. Con todo, se podrá denegar la entrega de documentos 
o antecedentes requeridos en virtud de las siguientes causales: 
la reserva o secreto establecidos en disposiciones legales; cuan-
do la publicidad impida o entorpezca el debido cumplimiento de 
las funciones del organismo; la oposición deducida por terceros 
a quienes se refiera o afecte la información contenida en los do-
cumentos requeridos; el que la divulgación o entrega de los do-
cumentos o antecedentes requeridos afecte sensiblemente los 
derechos o intereses de terceras personas, según calificación fun-
dada efectuada por el respectivo Fiscal Regional, el Fiscal Jefe de 
la Fiscalía Supraterritorial o, en su caso, el Fiscal Nacional, y el que 
la publicidad afecte la seguridad de la Nación o el interés nacional. 
El costo del material empleado para entregar la información será 
siempre de cargo del requirente, salvo las excepciones legales.
    La publicidad, divulgación e información de los actos relativos a 
o relacionados con la investigación, el ejercicio de la acción penal 
pública y la protección de víctimas y testigos, se regirán por la ley 
procesal penal.
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    Artículo 9º.-  Derogado

    Artículo 9 bis.- El Fiscal Nacional, los Fiscales Regionales, el Fiscal 
Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, los fiscales adjuntos, los abo-
gados asistentes de Fiscal, los abogados asesores y los restantes 
funcionarios del Ministerio Público, antes de asumir sus cargos, de-
berán acreditar que no son consumidores de sustancias o drogas 
estupefacientes o sicotrópicas ilegales o, si lo son, que su consumo 
está justificado por un tratamiento médico.

    Artículo 9º ter.-  Derogado

    Artículo 10.- Todas las personas que cumplan con los requisitos co-
rrespondientes tendrán el derecho de postular en igualdad de con-
diciones a los empleos del Ministerio Público, conforme a esta ley.

    Artículo 11.- El personal del Ministerio Público estará sujeto a 
responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad 
civil y penal que pudiere afectarle. cargos, deberán acreditar que 
no son consumidores de sustancias o drogas estupefacientes o si-
cotrópicas ilegales o, si lo son, que su consumo está justificado por 
un tratamiento médico.

T I T U L O II
De la organización y atribuciones del Ministerio Público

PARRAFO 1º
De los órganos del Ministerio Público

    Artículo 12.- El Ministerio Público se organizará en una Fiscalía 
Nacional, en Fiscalías Regionales y en una Fiscalía Supraterritorial.
    Las Fiscalías Regionales organizarán su trabajo a través de fisca-
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lías locales.
    Por su parte, la Fiscalía Supraterritorial organizará su trabajo se-
gún lo dispuesto en el artículo 37 ter.
    Existirá, además, un Consejo General, que actuará como órgano 
asesor y de colaboración del Fiscal Nacional.

PARRAFO 2º
Fiscal Nacional

    Artículo 13.- El Fiscal Nacional es el jefe superior del Ministerio 
Público y responsable de su funcionamiento.
Ejercerá sus atribuciones personalmente o a través de los distintos 
órganos de la institución, en conformidad a esta ley.
La Fiscalía Nacional tendrá su sede en la ciudad de Santiago.

    Artículo 14.- Para ser nombrado Fiscal Nacional, se requiere:
a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;
b) Tener a lo menos diez años el título de abogado;
c) Haber cumplido cuarenta años de edad, y
d) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompa-
tibilidades previstas en esta ley.

    Artículo 15.- Para los efectos de la designación del Fiscal Nacio-
nal, la Corte Suprema, con noventa días de anticipación a la fecha 
de expiración del plazo legal del Fiscal Nacional en funciones, lla-
mará a concurso público con la adecuada difusión.
    Los postulantes que reúnan los requisitos legales serán recibidos 
en una audiencia pública citada especialmente al efecto por el ple-
no de la Corte Suprema, en la cual se dará a conocer la nómina de 
candidatos y los antecedentes presentados por cada uno de ellos. 
La Corte Suprema establecerá la forma en que se desarrollará esta 
audiencia.
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    La quina, que será acordada por la mayoría absoluta de sus 
miembros en ejercicio, en pleno especialmente convocado al efec-
to, se formará en una misma y única votación, en la cual cada inte-
grante del pleno tendrá derecho a votar por tres personas. Resul-
tarán elegidos quienes obtengan las cinco primeras mayorías. De 
producirse un empate, éste se resolverá mediante sorteo.
    Si no se presentaren candidatos al concurso público o no hubiere 
cinco que cumplan los requisitos legales, la Corte Suprema decla-
rará desierto el concurso y formulará una nueva convocatoria en 
el plazo de cinco días. Si sólo fueren cinco los postulantes al cargo 
que cumplieren los requisitos legales, corresponderá al pleno re-
solver si formula una nueva convocatoria o si la quina habrá de 
formarse con los candidatos existentes.
    La quina formada por la Corte Suprema, así como los antece-
dentes presentados por los postulantes que la integren, deberá ser 
remitida al Presidente de la República dentro de los cuarenta días 
siguientes al llamado a concurso público. El Presidente de la Repú-
blica dispondrá de diez días para proponer al Senado como Fiscal 
Nacional a uno de los integrantes de la quina.
    Dentro de los diez días siguientes a la recepción de la propuesta 
y en sesión especialmente convocada al efecto, el Senado dará su 
acuerdo, por al menos los dos tercios de sus miembros en ejercicio, 
o desechará la proposición que realizare el Presidente de la Repúbli-
ca. En este último caso la Corte Suprema deberá completar la quina, 
proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado.
    La Corte Suprema tendrá un plazo de diez días, a menos que 
fuere necesario convocar a nuevo concurso, en cuyo evento el 
plazo se ampliará a quince días. El Presidente de la República y el 
Senado dispondrán, en cada caso, de un plazo de cinco días para 
el cumplimiento de sus respectivas funciones previstas en los inci-
sos precedentes. Este procedimiento se repetirá tantas veces fuere 
menester, hasta obtener la aprobación por el Senado a la proposi-
ción que formule el Presidente de la República. Otorgada esa apro-
bación, el Presidente de la República, por intermedio del Ministerio 
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de Justicia, expedirá el decreto supremo de nombramiento del Fis-
cal Nacional.

    Artículo 16.- El Fiscal Nacional durará ocho años en su cargo y no 
podrá ser designado para el período siguiente.
    Si el Fiscal Nacional dejare de servir su cargo por razones diversas 
de la expiración del plazo legal de duración de sus funciones, la 
Corte Suprema llamará a concurso público dentro de tercero día 
de ocurrido ese hecho.
    Los plazos de días contemplados en este artículo y en el prece-
dente serán de días corridos.

    Artículo 17.- Corresponderá al Fiscal Nacional:
    a) Fijar, oyendo previamente al Consejo General, los criterios de 
actuación del Ministerio Público para el cumplimiento de los obje-
tivos establecidos en la Constitución y en las leyes. Tratándose de 
los delitos que generan mayor conmoción social, dichos criterios 
deberán referirse, especialmente, a la aplicación de las salidas al-
ternativas y a las instrucciones generales relativas a las diligencias 
inmediatas para la investigación de los mismos, pudiendo estable-
cerse orientaciones diferenciadas para su persecución en las diver-
sas Regiones del país, atendiendo a la naturaleza de los distintos 
delitos.
    El Fiscal Nacional dictará las instrucciones generales que estime 
necesarias para fijar la unidad de acción de los órganos de la ins-
titución, en especial, para la consistencia y eficacia en la persecu-
ción penal y el adecuado cumplimiento de las tareas de dirección 
de la investigación de los hechos punibles, ejercicio de la acción 
penal y protección de las víctimas y testigos. Las instrucciones que 
dicte el Fiscal Nacional no podrán ordenar realizar u omitir la reali-
zación de actuaciones en casos particulares, con la sola excepción 
de lo establecido en el artículo 18. Asimismo, el Fiscal Nacional es-
tará facultado para dictar instrucciones particulares al Fiscal Jefe 
de la Fiscalía Supraterritorial, en las investigaciones de delitos de 
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crimen organizado o de alta complejidad que estén a su cargo.
    Sin embargo, en las investigaciones en que pueda existir una 
afectación a la unidad de acción así consideradas por las Unidades 
Especializadas o la Unidad de Supervisión, cuando corresponda, 
el Fiscal Nacional podrá ordenar al Fiscal Regional correspondien-
te que adopte las medidas que sean necesarias con el fin de garan-
tizar el adecuado cumplimiento de la instrucción general. Asimis-
mo, cuando tal afectación comprometa gravemente la unidad de 
acción, el Fiscal Nacional podrá impartir al Fiscal Regional corres-
pondiente, medidas específicas sobre las diligencias investigativas 
y las actuaciones procesales que considere pertinentes.
    En el caso que se ordenen medidas relativas a actuaciones pro-
cesales impostergables, el Fiscal Regional deberá darles cumpli-
miento, podrá representarlas al Fiscal Nacional conforme a lo que 
dispone el artículo 35 y, en lo no previsto en esta última disposi-
ción, se aplicará el procedimiento establecido en el artículo 44;
    b) Fijar, oyendo al Consejo General, los criterios que se aplicarán 
en materia de recursos humanos, de remuneraciones, de inversio-
nes, de gastos de los fondos respectivos, de planificación del desa-
rrollo y de administración y finanzas;
    c) Crear, previo informe del Consejo General, unidades espe-
cializadas para colaborar con los fiscales a cargo de la investiga-
ción de determinados delitos. Con todo, el Fiscal Nacional podrá 
determinar mediante una instrucción general los casos en que la 
opinión o aprobación de la Unidad Especializada respectiva, ex-
presada fundadamente en un informe técnico, será requisito para 
la realización de una diligencia investigativa o una solicitud de una 
actuación judicial.
    El incumplimiento de lo indicado en el párrafo precedente será 
entendido como incumplimiento grave de la instrucción general;
   d) Disponer, con los recursos existentes, la creación de unidades 
de organización del trabajo, con el fin de coordinar la conforma-
ción de turnos de instrucción, las investigaciones por delitos fla-
grantes, la tramitación de recursos procesales o la conformación 
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de equipos de funcionamiento integrado en análisis criminal para 
el crimen organizado y delitos de alta complejidad, entre otros 
aspectos que requieran el trabajo mancomunado entre Fiscalías 
Regionales;
   e) Dictar los reglamentos que correspondan en virtud de la su-
perintendencia directiva, correccional y económica que le confiere 
la Constitución Política. En ejercicio de esta facultad, determinará 
la forma de funcionamiento de las fiscalías y demás unidades del 
Ministerio Público y el ejercicio de la potestad disciplinaria corres-
pondiente;
    f) Nombrar y solicitar la remoción de los fiscales regionales, de 
acuerdo con la Constitución y con esta ley orgánica constitucional;
    g) Designar y remover al Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, 
de acuerdo con la Constitución y con esta ley orgánica constitu-
cional;
    h) Resolver las dificultades que se susciten entre fiscales regio-
nales, o entre éstos y el Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, 
acerca de la dirección de la investigación, el ejercicio de la acción 
penal pública o la protección de las víctimas o testigos.
    En ejercicio de esta facultad, determinará la Fiscalía Regional que 
realizará tales actividades o, en su caso, si todas o algunas de ellas 
deben ser ejecutadas por la Fiscalía Supraterritorial. Además, po-
drá disponer las medidas de coordinación que fueren necesarias.
    i) Controlar el funcionamiento administrativo de las Fiscalías Re-
gionales y de la Fiscalía Supraterritorial;
    j) Disponer que la Fiscalía Supraterritorial, en casos de crimen 
organizado o delitos de alta complejidad, asuma la dirección de la 
investigación, el ejercicio de la acción penal pública y la protección 
de las víctimas o testigos, cuando se trate de ilícitos en los cuales 
existan antecedentes de la intervención de asociaciones delictivas 
o criminales y los hechos requieran una dirección supraterritorial o 
transnacional de la investigación.
    k) Administrar, en conformidad a la ley, los recursos que sean 
asignados al Ministerio Público;
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    l) Solicitar, en comisión de servicio, a funcionarios de cualquier 
órgano de la Administración del Estado, para que participen en las 
actividades propias del Ministerio Público. Dichas comisiones ten-
drán el plazo de duración que se indique en el respectivo decreto o 
resolución que las disponga;
    m) Conducir las relaciones internacionales de la Fiscalía. Para 
ello podrá establecer las medidas que considere necesarias espe-
cialmente para llevar a cabo las acciones de cooperación interna-
cional, incluida la facultad de subscribir acuerdos para conformar 
grupos de trabajo o equipos conjuntos de investigación;
    n) Distribuir anualmente, mediante resolución fundada, las dota-
ciones de fiscales adjuntos y profesionales de cada Fiscalía Regio-
nal y de la Fiscalía Supraterritorial, de acuerdo con las necesidades 
de la operación;
    o) Resolver, previo consentimiento de los fiscales adjuntos inte-
resados u otros funcionarios que cumplan las mismas funciones 
en distintas fiscalías, la permuta de sus cargos, y
    p) Ejercer las demás atribuciones que ésta u otra ley orgánica 
constitucional le confieran.
   
     Artículo 17 bis.- El Ministerio Público deberá contar con un regis-
tro público de resoluciones, en el que constarán las instrucciones 
generales que sean impartidas por el Fiscal Nacional, el Fiscal Jefe 
de la Fiscalía Supraterritorial y los Fiscales Regionales.
    El registro consistirá en una plataforma electrónica, la que deberá 
estar a disposición del público de forma permanente y actualizada. 
Su administración y actualización estará a cargo de la unidad ad-
ministrativa que determine el Fiscal Nacional mediante resolución.

    Artículo 18.- El Fiscal Nacional podrá asumir, de oficio y de ma-
nera excepcional, la dirección de la investigación, el ejercicio de la 
acción penal pública y la protección de las víctimas o testigos res-
pecto de determinados hechos que se estimaren constitutivos de 
delitos, cuando la investidura de las personas involucradas como 
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imputados o víctimas lo hiciere necesario para garantizar que di-
chas tareas se cumplirán con absoluta independencia y autonomía.

    Artículo 19.- El Fiscal Nacional podrá disponer, de oficio y de 
manera excepcional, que un Fiscal Regional determinado asuma la 
dirección de la investigación, el ejercicio de la acción penal pública 
y la protección de las víctimas o testigos en relación con hechos 
delictivos que lo hicieren necesario por su gravedad o por la com-
plejidad de su investigación.
    Se entenderá, especialmente, que resulta necesaria dicha desig-
nación, tratándose de investigaciones por delitos de lesa humani-
dad y genocidio.
    En los mismos términos, podrá disponer que un Fiscal Regio-
nal distinto de aquél en cuyo territorio se hubieren perpetrado los 
hechos tome a su cargo las tareas aludidas en el inciso primero 
cuando la necesidad de operar en varias regiones así lo exigiere.
    Lo dispuesto en los incisos precedentes se entenderá sin perjui-
cio de las atribuciones de la Fiscalía Supraterritorial.

    Artículo 20.- La Fiscalía Nacional contará con las siguientes uni-
dades administrativas:

    a) División de Estudios, Evaluación y Análisis Avanzado de Datos;
    b) División de Planificación, Control de la Gestión y Supervisión;
    c) División de Probidad e Integridad y Auditoría Interna;
    d) División de Personas;
    e) División de Administración y Finanzas;
    f) División de Informática, y
    g) División de Atención a las Víctimas y Testigos.

    Cualquier persona podrá solicitar información a la División de 
Atención a las Víctimas y Testigos del Ministerio Público, sobre los 
procedimientos de acompañamiento y asesoría que ella presta 
a quienes denuncien ser víctimas de los delitos previstos en los 
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artículos 141, inciso final; 142, inciso final; 150 A, 150 D, 361, 362, 
363, 365 bis; 366, incisos primero y segundo; 366 bis, 366 quáter, 
367 y 367 ter, 372 bis, 411 quáter cuando se cometa con fines de 
explotación sexual y 433, número 1, en relación con la violación. 
El Ministerio Público deberá entregar, a cualquier persona que lo 
solicite, información completa y suficiente acerca de las prestacio-
nes disponibles para víctimas y testigos, y de los servicios públicos 
en materia de información, orientación, representación, atención 
integral y reparación a las víctimas y sus familias.
    Cuando el Ministerio Público tome conocimiento de un hecho 
que reviste los caracteres de delito de violencia sexual señalados 
en el inciso anterior, se contactará de cualquier manera con la víc-
tima dentro de las veinticuatro horas siguientes, con el objeto de 
entregarle asesoría y orientación para el ejercicio de sus derechos, 
y podrá ella si así lo solicitare, involucrar a su familia. Si el Minis-
terio Público no pudiere tomar contacto con la víctima en los tér-
minos antes señalados, comunicará dicha circunstancia al juez de 
garantía.
    Un Director Ejecutivo Nacional organizará y supervisará las uni-
dades administrativas de la Fiscalía Nacional, sobre la base de las 
instrucciones generales que dicte el Fiscal Nacional.
    El Director Ejecutivo Nacional y los jefes de las unidades admi-
nistrativas serán funcionarios de la exclusiva confianza del Fiscal 
Nacional.

    Artículo 20 bis.- La División de Atención a las Víctimas y Testigos 
tendrá por objeto velar por el cumplimiento de las tareas que a 
este respecto le encomiende al Ministerio Público la ley procesal 
penal. Asimismo, le corresponderá prestar asesoría a quienes sean 
víctimas de delitos que la ley califica como terroristas.
    Cualquier persona podrá solicitar información a la División de 
Atención a las Víctimas y Testigos del Ministerio Público sobre los 
procedimientos de acompañamiento y asesoría que ella presta 
a quienes denuncien ser víctimas de los delitos previstos en los 
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artículos 141, inciso final; 142, inciso final; 150 A, 150 D, 361, 362, 
363, 365 bis; 366, incisos primero y segundo; 366 bis, 366 quáter, 
367 y 367 ter, 372 bis, 411 quáter cuando se cometa con fines de 
explotación sexual y 433, número 1, en relación con la violación, 
todos del Código Penal. El Ministerio Público deberá entregar, a 
cualquier persona que lo solicite, información completa y suficien-
te acerca de las prestaciones disponibles para víctimas y testigos, 
y de los servicios públicos en materia de información, orientación, 
representación, atención integral y reparación a las víctimas y sus 
familias.
    Cuando el Ministerio Público tome conocimiento de un hecho 
que revista los caracteres de delito de violencia sexual señalados 
en el inciso anterior, se contactará de cualquier manera con la víc-
tima dentro de las veinticuatro horas siguientes, con el objeto de 
entregarle asesoría y orientación para el ejercicio de sus derechos, 
y podrá ella, si así lo solicita, involucrar a su familia. Si el Ministerio 
Público no puede tomar contacto con la víctima en los términos an-
tes señalados, comunicará dicha circunstancia al juez de garantía.

    Artículo 20 ter.- La División de Probidad e Integridad y Auditoría 
Interna tendrá por objeto proponer y supervisar políticas y pro-
cedimientos internos, orientados a la prevención y detección de 
delitos y de conductas contrarias a la probidad al interior del Minis-
terio Público, velando por el cumplimiento de las normas legales 
y reglamentarias; y evaluar y contribuir a la mejora de los procesos 
administrativos internos, la gestión de riesgos y su control.
    Esta División contará con dos unidades: 
i. Unidad de Integridad y Probidad Interna, que estará formada 
por funcionarios, y a cargo de un Oficial de Cumplimiento, quien 
gozará de plena autonomía e independencia, pudiendo reportar 
directamente al Fiscal Nacional o al Director Ejecutivo Nacional, y 
contará con los medios y recursos necesarios para el ejercicio de 
sus funciones de prevención y detección de conductas contrarias 
a la probidad. Dicho oficial se encontrará facultado para acceder 
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a todos los registros disponibles en la institución y requerir infor-
mación al Director Ejecutivo Nacional y a los Fiscales Regionales, a 
los Directores Ejecutivos Regionales, a los Gerentes de Divisiones y 
a los Jefes de Unidades Especializadas y de Apoyo. Además debe-
rá identificar, gestionar y mitigar riesgos para el Ministerio Público 
mediante el desarrollo, implementación, supervisión y permanente 
actualización de un modelo de prevención de delitos; gestionar la 
adecuada difusión y capacitación en integridad, probidad, ética y 
prevención de delitos para todos los integrantes de la Institución; 
administrar el canal de denuncias interno a través del sistema de 
integridad del Ministerio Público y, respecto de las investigaciones 
administrativas, podrá revisar las efectuadas por los funcionarios y 
realizar aquellas que le correspondan de conformidad con el artí-
culo 51; establecer un sistema de registro y control en materia de 
incumplimientos, y generar políticas y procedimientos, además de 
realizar todas las demás actividades conducentes a asegurar una 
efectiva prevención y detección de delitos y de conductas contra-
rias a la probidad al interior del Ministerio Público.
ii. Unidad de Auditoría Interna, que evaluará el sistema de control 
interno institucional y supervisará que los procesos administrati-
vos contables y financieros se ajusten a las leyes vigentes del sector 
público, aplicables a la institución.

    Artículo 21.- El Fiscal Nacional rendirá cuenta de las actividades 
del Ministerio Público en el mes de abril de cada año, en audiencia 
pública.
En la cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las activida-
des realizadas en el período, incluyendo las estadísticas básicas 
que las reflejaren, el uso de los recursos otorgados, las dificulta-
des que se hubieren presentado y, cuando lo estime conveniente, 
sugerirá las políticas públicas y modificaciones legales que estime 
necesarias para el mejoramiento del sistema penal, para una efec-
tiva persecución de los delitos, la protección de las víctimas y de los 
testigos, y el adecuado resguardo de los derechos de las personas.
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    Asimismo, dará a conocer los criterios de actuación del Ministe-
rio Público que se aplicarán durante el período siguiente.

    Artículo 22.- Cada una de las unidades especializadas a que alu-
de la letra c) del artículo 17 será dirigida por un Director, designado 
por el Fiscal Nacional y de su exclusiva confianza, previa audiencia 
del Consejo General.
    Tanto la función de dirección de la unidad especializada, como la 
de abogado asesor de ella, podrá ser ejercida por un fiscal adjunto 
o por un abogado asesor o abogado asistente en ejercicio. En di-
cho caso deberán proveerse las correspondientes suplencias en su 
fiscalía de origen en tanto ejerza dicha labor, y podrá retornar a ella 
una vez cesado el cargo. Estas unidades dependerán del Fiscal Na-
cional y tendrán como función principal colaborar y asesorar a los 
fiscales que tengan a su cargo la dirección de la investigación de 
determinada categoría de delitos, o fenómenos criminales, entre 
los cuales se considerarán, especialmente, el crimen organizado, 
los delitos económicos, medioambientales, corrupción y lavado de
activos, de acuerdo con las instrucciones que al efecto aquel les 
dicte. Asimismo, dichas unidades asesorarán al Fiscal Nacional en 
la elaboración de instructivos, protocolos y estándares de actua-
ción que contribuyan a la eficiencia investigativa y a la unidad de 
acción del Ministerio Público. 
    En virtud de lo anterior, el Fiscal Nacional podrá ordenar que una 
o más unidades especializadas asesoren a un Fiscal Regional que 
haya asumido una investigación de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 19.
    Créase, al menos, una unidad especializada para asesorar a la 
dirección de la investigación de los delitos de la ley N° 20.000, y a 
la búsqueda de activos para dar cumplimiento a lo dispuesto en 
los artículos 40 y 45 de la referida ley. Dentro de sus funciones de-
berá auxiliar a los fiscales adjuntos en la identificación, búsqueda 
y localización de bienes, instrumentos y ganancias que se vinculen 
con la comisión de los delitos sancionados en esa ley.
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    Existirá, asimismo, una unidad especializada para asesorar en la 
dirección de la investigación y el ejercicio de la acción penal de los 
delitos sometidos a la responsabilidad especial de adolescentes 
regulada en la ley N° 20.084, cuyo funcionamiento se regirá por lo 
dispuesto en este artículo y en el Párrafo 3° bis del Título II de
la presente ley.

    Artículo 23.- El Fiscal Nacional será subrogado por el Fiscal Jefe 
de la Fiscalía Supraterritorial o por un Fiscal Regional, según lo de-
termine en la resolución que dicte al efecto y podrá establecer en-
tre varios el orden de subrogación que estime conveniente. A falta 
de designación, será subrogado por el fiscal de mayor antig¼edad 
en el cargo entre los Fiscales Regionales y el Fiscal Jefe de la Fisca-
lía Supraterritorial.
    Procederá la subrogación por el solo ministerio de la ley cuando, 
por cualquier motivo, el Fiscal Nacional se encuentre impedido de 
desempeñar su cargo.

PARRAFO 3º
Consejo General

    Artículo 24.- El Consejo General estará integrado por el Fiscal Na-
cional, quien lo presidirá, por los fiscales regionales y el Fiscal Jefe 
de la Fiscalía Supraterritorial.

    Artículo 25.- Corresponderá al Consejo General:
a) Dar a conocer su opinión respecto de los criterios de actuación 
del Ministerio Público, cuando el Fiscal Nacional la requiera de 
conformidad a lo dispuesto en la letra a) del artículo 17.
Para este efecto, el Fiscal Nacional podrá invitar a las sesiones en 
que el Consejo General analice esta materia a las personas e insti-
tuciones que estime conveniente, por su experiencia profesional o 
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capacidad técnica;
b) Oír las opiniones relativas al funcionamiento del Ministerio Pú-
blico que formulen sus integrantes;
c) Asesorar al Fiscal Nacional en las otras materias que éste le so-
licite, y
d) Cumplir las demás funciones que ésta u otra ley orgánica cons-
titucional le asignen.
    Artículo 26.- El Consejo General sesionará ordinariamente al me-
nos cuatro veces al año y, extraordinariamente, cuando lo convo-
que el Fiscal Nacional.

PARRAFO 3° bis
De la Unidad Especializada de

Responsabilidad Penal de Adolescentes

    Artículo 26 bis.- La Unidad Especializada de Responsabilidad Pe-
nal de Adolescentes se encuentra encargada de cumplir con las 
siguientes funciones:
    a. Cumplir labores de asesoría para el Fiscal Nacional, para las 
Fiscalías Regionales y para la Fiscalía Supraterritorial, en lo referido 
a la aplicación de la ley N° 20.084.
    b. Colaborar con los fiscales adjuntos especializados en respon-
sabilidad penal de adolescentes, de acuerdo con las instrucciones 
generales que al efecto dicte el Fiscal Nacional.
    c. Establecer y mantener procedimientos de trabajo con los Fis-
cales Regionales y con los fiscales especializados en responsabi-
lidad penal de adolescentes, así como con las demás unidades 
especializadas.
    d. Realizar visitas periódicas de trabajo en las Fiscalías Regionales 
en lo referido al trabajo de los fiscales especializados en respon-
sabilidad penal de adolescentes, informando de los resultados al 
Fiscal Nacional y al Fiscal Regional correspondiente.
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    e. Efectuar estudio, análisis y difusión de la jurisprudencia referi-
da a la aplicación de la ley N° 20.084.
    f. Proporcionar fallos de interés a la Unidad de Recursos Procesa-
les y Jurisprudencia, para el ingreso en la respectiva base de datos, 
especificando la doctrina que en ellos se establece.
    g. Elaborar y difundir boletines de doctrina y jurisprudencia para 
apoyar la labor de los fiscales especializados en responsabilidad 
penal de adolescentes.
    h. Dirigir, conjuntamente con la División de Recursos Humanos, 
la capacitación de los fiscales especializados en responsabilidad 
penal de adolescentes.
    i. Proponer al Fiscal Nacional los ajustes a la legislación nacional 
que hagan posible mejorar el desempeño del Ministerio Público en 
las tareas de persecución de los delitos cometidos por adolescen-
tes, conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.084.
    j. Proponer al Fiscal Nacional la elaboración y adecuación de 
las instrucciones generales y criterios de actuación que se estimen 
necesarias para el adecuado cumplimiento de las tareas de inves-
tigación y para el ejercicio de la acción penal pública en los delitos 
cometidos por adolescentes conforme a lo dispuesto en la ley N° 
20.084.
    k. Afianzar la relación existente entre el Ministerio Público y los 
distintos organismos públicos y privados vinculados a la aplica-
ción de la ley N° 20.084.
    l. Coordinar con las policías procesos de trabajo relativos a la 
investigación de los ilícitos cometidos por adolescentes.
    m. Participar u organizar congresos, seminarios y reuniones so-
bre la aplicación de la ley N° 20.084.
    n. Llevar un registro de las investigaciones sobre los delitos de 
que trata la ley N° 20.084.
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PARRAFO 4º
De las Fiscalías Regionales

    Artículo 27.- A los fiscales regionales corresponde el ejercicio de 
las funciones y atribuciones del Ministerio Público en la región o en 
la extensión geográfica de la región que corresponda a la fiscalía 
regional a su cargo, por sí o por medio de los fiscales adjuntos que 
se encuentren bajo su dependencia.
    Tratándose de delitos cometidos en el extranjero que fueren de 
competencia de los tribunales chilenos, las facultades del Ministe-
rio Público serán ejercidas por la Fiscalía Regional Metropolitana 
con competencia sobre la comuna de Santiago o la Fiscalía Supra-
territorial, según lo determine el Fiscal Nacional, sin perjuicio de 
las potestades que son propias del Fiscal Nacional conforme a esta 
ley orgánica constitucional.

    Artículo 28.- Existirá un fiscal regional en cada una de las regiones 
del país, con excepción de la Región Metropolitana de Santiago, en 
la que existirán cuatro fiscales regionales.
    Las fiscalías regionales tendrán su sede en la capital regional 
respectiva. En la Región Metropolitana, la sede y la distribución te-
rritorial serán determinadas por el Fiscal Nacional.
    Artículo 29.- Los fiscales regionales serán nombrados por el Fis-
cal Nacional, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones de 
la respectiva región. Si en la región existiere más de una Corte de 
Apelaciones, la terna será formada por un pleno conjunto de todas 
ellas, especialmente convocado al efecto por el Presidente de la de 
más antigua creación, en cuya sede se reunirán.
    Para formar la terna, la Corte de Apelaciones, con noventa días de 
anticipación a la fecha de expiración del plazo legal del Fiscal Re-
gional en funciones, llamará a concurso público de antecedentes 
con la adecuada difusión, la que comprenderá al menos publica-
ciones en diarios de circulación nacional.
    Los postulantes que reúnan los requisitos legales serán recibi-
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dos en una audiencia pública citada especialmente al efecto, por 
el pleno de la Corte de Apelaciones, en la cual se dará a conocer la 
nómina de candidatos y los antecedentes presentados por cada 
uno de ellos. La Corte Suprema establecerá la forma en que se de-
sarrollará esta audiencia en las Cortes de Apelaciones.
    La terna, que será acordada por la mayoría a soluta de sus miem-
bros en ejercicio, en pleno especialmente convocado al efecto, se 
formará en una misma y única votación, en la cual cada integrante 
del pleno tendrá derecho a votar por dos personas. Resultarán ele-
gidos quienes obtengan las tres primeras mayorías. De producirse 
un empate, éste se resolverá mediante sorteo.
Si no se presentaren candidatos al concurso público o no hubiere 
tres que cumplan los requisitos legales, la Corte de Apelaciones 
declarará desierto el concurso y formulará una nueva convocatoria 
en el plazo de cinco días. Si sólo fueren tres los postulantes al car-
go que cumplieren los requisitos legales, corresponderá al pleno 
resolver si formula una nueva convocatoria o si la terna habrá de 
formarse con los candidatos existentes.
    La terna formada por la Corte de Apelaciones, así como los ante-
cedentes presentados por los postulantes que la integren, deberá 
ser remitida al Fiscal Nacional dentro de los treinta días siguientes 
al llamado a concurso público de antecedentes. El Fiscal Nacional, 
dentro de los diez días siguientes a la recepción de la propuesta, 
nombrará a una de estas personas como Fiscal Regional.
    En el caso de la Región Metropolitana de Santiago, si debieren 
proveerse dos o más cargos de fiscal regional, se efectuará un solo 
concurso público. Los postulantes indicarán el cargo en el que se 
interesaren y, si nada manifestaren, se entenderá que optan a to-
dos ellos. El pleno conjunto de las Cortes de Apelaciones de Santia-
go y de San Miguel elaborará las ternas en series de dos, de manera 
que sólo una vez resuelta la primera serie por el Fiscal Nacional, se 
proceda a confeccionar la siguiente serie. Las propuestas se harán 
conforme al orden en que éste hubiere determinado la sede y la 
distribución territorial de las fiscalías. En lo demás, se aplicarán las 
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reglas establecidas en los incisos precedentes.    

    Artículo 30.- Los Fiscales Regionales durarán ocho años en el ejer-
cicio de sus funciones y no podrán ser designados como tales por 
el período siguiente, lo que no obsta a que puedan ser nombrados 
en otro cargo del Ministerio Público. Los funcionarios que hubie-
sen sido nombrados Fiscales Regionales, una vez concluido su pe-
ríodo, podrán volver a asumir su cargo de origen como funcionario, 
siempre y cuando no sea en la misma región en donde ejercieron 
como Fiscal Regional. En estos casos, el Fiscal Nacional definirá la 
procedencia de tal designación, por resolución fundada, en mérito 
de sus evaluaciones de desempeño, los informes de supervisión 
de la persecución penal de la región en que hubiere ejercido como 
Fiscal Regional y las necesidades del Servicio. Los Fiscales Regio-
nales cesarán en su cargo al cumplir 75 años de edad. Si el Fiscal 
Regional dejare de servir su cargo por razones diversas de la ex-
piración del plazo legal de duración de sus funciones, la Corte de 
Apelaciones llamará a concurso público de antecedentes dentro 
de tercero día de ocurrido ese hecho.
    Los plazos de días contemplados en este artículo y el precedente 
serán de días corridos.

    Artículo 31.- Para ser nombrado Fiscal Regional, se requiere:
a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;
b) Tener a lo menos cinco años el título de abogado;
c) Haber cumplido treinta años de edad, y
d) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompa-
tibilidades previstas en esta ley.
    Artículo 32.- Corresponderá al Fiscal Regional:
a) Dictar, conforme a las instrucciones generales del Fiscal Nacional, 
las normas e instrucciones necesarias para la organización y funcio-
namiento de la Fiscalía Regional y para el adecuado desempeño de 
los fiscales adjuntos en los casos en que debieren intervenir;
b) Conocer y resolver, en los casos previstos por la ley procesal 
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penal, las reclamaciones que cualquier interviniente en un proce-
dimiento formulare respecto de la actuación de un fiscal adjunto 
que se desempeñe en la Fiscalía Regional a su cargo;
c) Supervisar y controlar el funcionamiento
administrativo de la Fiscalía Regional y de las fiscalías locales que 
de ella dependan;
d) Velar por el eficaz desempeño del personal a su cargo y por la 
adecuada administración del presupuesto;
e) Comunicar al Fiscal Nacional las necesidades
presupuestarias de la Fiscalía Regional y de las fiscalías locales que 
de ella dependan;
f) Proponer al Fiscal Nacional la ubicación de las fiscalías locales 
y la distribución en cada una de ellas de los fiscales adjuntos y los 
funcionarios;
g) Proponer al Fiscal Nacional el traspaso de una investigación que 
se encuentre a su cargo al Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, 
cuando estime que por su naturaleza corresponde a éste su direc-
ción. Mientras no se haya resuelto el traspaso de la investigación, 
ésta continuará radicada y será responsabilidad de quien la tenga 
a su cargo; 
h) Informar al Fiscal Nacional de los hechos que puedan ser cons-
titutivos de delitos cuya investigación corresponda a la Fiscalía Su-
praterritorial, de conformidad con lo establecido en el artículo 37 
bis, dentro del plazo de veinticuatro horas contado desde que tuvo 
noticia de ellos;
i) Disponer y facilitar la entrega de la información que requiera el 
Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial en el marco de las investi-
gaciones que se encuentren a su cargo;
j) Disponer las medidas que faciliten y aseguren el acceso expedito 
a la Fiscalía Regional y a las fiscalías locales, así como la debida 
atención de las víctimas y demás intervinientes, y
k) Ejercer las demás atribuciones que ésta u otra ley orgánica cons-
titucional le confieran.
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    Artículo 33.- Las reclamaciones que los intervinientes en un pro-
cedimiento formulen en contra de un fiscal adjunto de conformi-
dad a la ley procesal penal deberán ser presentadas por escrito 
al Fiscal Regional, quien deberá resolverlas, también por escrito, 
dentro de cinco días hábiles.

    Artículo 34.- Cada Fiscalía Regional contará con las siguientes 
unidades administrativas:
a) Unidad de Evaluación, Control y Desarrollo de la Gestión;
b) Unidad de Personas; 
c) Unidad de Administración y Finanzas; 
d) Unidad de Informática, y
e) Unidad de Atención a las Víctimas y Testigos, que tendrá por 
objeto el cumplimiento de las tareas que a este respecto le enco-
miende al Ministerio Público la ley procesal penal.
    Un Director Ejecutivo Regional organizará y supervisará las unida-
des administrativas, sobre la base de las instrucciones generales que 
dicte el Fiscal Regional.
El Director Ejecutivo Regional y los jefes de las unidades administra-
tivas serán funcionarios de la exclusiva confianza del Fiscal Regional.

    Artículo 35.- El Fiscal Regional deberá dar cumplimiento a las ins-
trucciones generales y las medidas impartidas por el Fiscal Nacional. 
    Si las instrucciones o medidas incidieren en el ejercicio de sus 
facultades de dirigir la investigación o en el ejercicio de la acción 
penal pública, el Fiscal Regional podrá objetarlas por razones fun-
dadas. En caso de medidas relativas a actuaciones procesales im-
postergables, se estará a lo dispuesto en la letra a) del artículo 17.
Si la instrucción objetada incidiere en actuaciones procesales 
que no se pudieren dilatar, el Fiscal Regional deberá realizarlas de 
acuerdo con la instrucción mientras la objeción no sea resuelta.
    Si el Fiscal Nacional acogiere la objeción, deberá modificar la ins-
trucción o medida. Respecto de una instrucción general, su modifica-
ción tendrá efectos generales para el conjunto del Ministerio Público.
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    En caso contrario, el Fiscal Nacional asumirá la plena responsa-
bilidad, debiendo el Fiscal Regional dar cumplimiento a lo resuelto 
sin más trámite.

    Artículo 36.- El Fiscal Regional rendirá cuenta de las actividades 
desarrolladas por el Ministerio Público en la región, durante el mes 
de enero de cada año, en audiencia pública.
En la cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las activida-
des realizadas en el período, incluyendo las estadísticas básicas 
que las reflejaren, el uso de los recursos otorgados y las dificulta-
des que se hubieren presentado.
En los casos en que exista más de una Fiscalía Regional en la re-
gión, la cuenta anual será presentada en la misma audiencia por 
los respectivos fiscales.

    Artículo 37.- El Fiscal Regional será subrogado por el fiscal ad-
junto que determine mediante resolución, pudiendo establecer 
entre varios el orden de subrogación que estime conveniente. A 
falta de designación, lo subrogará el fiscal adjunto más antiguo de 
la región, o de la extensión territorial de la región que esté a su car-
go, cuando en ella exista más de un Fiscal Regional. Procederá la 
subrogación por el solo ministerio de la ley, cuando por cualquier 
motivo el Fiscal Regional se encuentre impedido de desempeñar 
su cargo.

PÁRRAFO 4º BIS
DE LA FISCALÍA SUPRATERRITORIAL

    Artículo 37 bis.- La Fiscalía Supraterritorial, especializada en cri-
men organizado y delitos de alta complejidad, desempeñará sus 
funciones respecto a ilícitos en los cuales existan antecedentes de 
la intervención de asociaciones delictivas o criminales, y cuando 
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los hechos requieran una dirección supraterritorial o transnacional 
de la investigación.
    Estará a cargo de un Fiscal Jefe, al que corresponderá ejercer las 
funciones propias del Ministerio Público, por sí o por medio de los 
fiscales adjuntos que se encuentren bajo su dependencia.
    Tendrá a su cargo las investigaciones penales de hechos respec-
to de los cuales concurran las circunstancias descritas en el inciso 
primero, sea que se hayan iniciado directamente por la Fiscalía 
Supraterritorial o por alguna Fiscalía Regional. Las contiendas de 
competencia que sesusciten entre las Fiscalías Regionales y la Fis-
calía Supraterritorial serán resueltas por el Fiscal Nacional, de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 17 letra h).
    El Fiscal Nacional podrá establecer, mediante instrucción general, 
los criterios específicos para la determinación de las investigacio-
nes que tendrá a su cargo la Fiscalía Supraterritorial, para lo cual 
deberá oír previamente al Consejo General del Ministerio Público, y 
considerar los siguientes lineamientos generales:
a) Existencia de antecedentes que permitan presumir la interven-
ción en los hechos investigados de asociaciones delictivas o crimi-
nales que tengan presencia en dos o másregiones del país, y que 
por su naturaleza o complejidad hagan necesario una dirección 
supraterritorial de la investigación.
b) Investigaciones relacionadas con ilícitos cometidos fuera del 
territorio nacional, en los que existan antecedentes de la interven-
ción de asociaciones delictivas o criminales, cuando corresponda 
conocer a los tribunales nacionales según lo dispuesto en el artí-
culo 6º del Código Orgánico de Tribunales y que por su naturaleza 
o complejidad hagan necesaria una dirección supraterritorial o 
transnacional de la investigación.
c) Investigaciones de ilícitos cometidos dentro del territorio nacional, 
cuando existan antecedentes de la intervención de asociaciones de-
lictivas o criminales transnacionales sin presencia en dos o más regio-
nes del país, pero que por su naturaleza o complejidad hagan necesa-
rio una dirección supraterritorial o transnacional de la investigación.
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    Artículo 37 ter.- El Fiscal Nacional determinará, en un reglamen-
to que dictará al efecto y en base a los recursos disponibles, las 
unidades de organización en las que se estructurará el trabajo de 
la Fiscalía Supraterritorial. Con esta finalidad podrá considerar cri-
terios funcionales, tales como las características comunes de los 
territorios; el tipo de delitos o fenómenos criminales a investigar, 
y criterios operativos, tales como la cantidad de personal u otros 
recursos necesarios para el desarrollo de las investigaciones. Las 
unidades de que se trate deberán contar con mecanismos de coor-
dinación que permitan la entrega eficiente y efectiva de informa-
ción con las Fiscalías Regionales para el correcto desarrollo de sus 
funciones. 

    Artículo 37 quater.- La Fiscalía Supraterritorial contará con fisca-
les adjuntos, profesionales y personal de apoyo, y con los medios 
materiales que determine el Fiscal Nacional, a propuesta del Fiscal 
Jefe de la Fiscalía Supraterritorial.
    El Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial y los fiscales adjuntos 
mencionados en el inciso anterior podrán desempeñar sus funcio-
nes en todo el territorio de la República, tratándose de investiga-
ciones y procesos penales respecto de los ilícitos mencionados en 
el artículo 37 bis.
    Un reglamento dictado por el Fiscal Nacional regulará las condi-
ciones de experiencia o especialización y las reglas especiales en 
materia de evaluación de desempeño tanto de los fiscales adjun-
tos de la Fiscalía Supraterritorial, como de los profesionales, técni-
cos y administrativos que trabajen en ella.
    Dicho reglamento regulará, además, el plazo de permanencia de 
los fiscales adjuntos, el que no podrá exceder de cinco años, reno-
vables por una sola vez de conformidad con lo dispuesto en aquel, 
y, en tal caso, se deberán proveer las correspondientes suplencias 
en su fiscalía de origen en tanto ejerzan esa labor. Para la renova-
ción el Fiscal Nacional deberá considerar, especialmente, criterios 
de probidad, disciplina y rendimiento en la persecución penal.
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    Una vez transcurrido el plazo de permanencia o de renovación, en 
su caso, los fiscales adjuntos no podrán volver a formar parte de la 
Fiscalía Supraterritorial, sino después de transcurridos cinco años.
    Al término del período de permanencia de los fiscales adjuntos, 
el Fiscal Nacional dispondrá su regreso a su Fiscalía Regional de 
origen, si ello fuere posible o, en caso contrario, a otra Fiscalía Re-
gional, según las necesidades institucionales de dotación. El fiscal 
adjunto mantendrá las asignaciones y el grado que tenía previo a 
su ingreso a la Fiscalía Supraterritorial, o el grado al que haya as-
cendido durante dicho período con arreglo a las normas generales 
de ascenso de la institución. Si no cuenta con un grado de origen, 
podrá ser asignado a un cargo de fiscal adjunto vacante.

    Artículo 37 quinquies.- La Fiscalía Supraterritorial tendrá su 
asiento en la ciudad de Santiago. 

    Artículo 37 sexies.- El Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial será 
designado por el Fiscal Nacional, será de su exclusiva confianza y 
se mantendrá en su cargo mientras cuente con ella, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 84 y en el inciso 
tercero del artículo 89 de la Constitución Política de la República. 
El fiscal adjunto titular que hubiere sido designado Fiscal Jefe de 
la Fiscalía Supraterritorial, una vez cesado en su cargo por pérdi-
da de confianza, podrá volver a asumir su cargo de origen, siem-
pre y cuando no sea en la Fiscalía Supraterritorial. En este caso, el 
Fiscal Nacional podrá disponer su designación en alguna Fiscalía 
Regional, según las necesidades del servicio y las circunstancias 
del caso.

    Artículo 37 septies.- Para ser designado Fiscal Jefe de la Fiscalía 
Supraterritorial se requiere: 
a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.
b) Tener a lo menos por diez años el título de abogado.
c) Haber cumplido treinta y cinco años de edad.



60

LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO

d) Contar con estudios de especialización en asuntos penales.
e) Contar con experiencia relevante en litigación en asuntos pe-
nales relacionados con crimen organizado o alta complejidad. Se 
entenderá por experiencia relevante en litigación el haberse dedi-
cado durante al menos cinco años a la preparación y tramitación 
de juicios, teniendo en ello una responsabilidad principal.
f) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompa-
tibilidades previstas en esta ley.

    Artículo 37 octies.- Corresponderá al Fiscal Jefe de la Fiscalía 
Supraterritorial: 
a) Dictar, conforme a las instrucciones generales del Fiscal Nacio-
nal, las normas e instrucciones necesarias para el funcionamiento 
de la Fiscalía Supraterritorial y el adecuado desempeño de los fis-
cales adjuntos en los casos en que debieren intervenir.
b) Disponer la distribución de los fiscales adjuntos, profesionales y 
personal de apoyo adscritos a la FiscalíaSupraterritorial, conforme 
a las necesidades de investigación y de acuerdo con los lineamien-
tos dictados por el Fiscal Nacional.
c) Supervisar y controlar el funcionamiento administrativo de la 
Fiscalía Supraterritorial, velar por el eficaz desempeño del perso-
nal a su cargo y por la adecuada administración del presupuesto, 
y comunicar al Fiscal Nacional las necesidades presupuestarias de 
la Fiscalía Supraterritorial.
d) Iniciar de oficio la investigación de causas en las materias co-
rrespondientes a las atribuciones de la Fiscalía Supraterritorial.
e) Disponer medidas para brindar soporte y apoyo a la actividad 
de investigación de una o más Fiscalías Regionales en relación con 
hechos que puedan ser constitutivos de delitos correspondientes a 
las atribuciones de la Fiscalía Supraterritorial, o cuando el volumen 
de información, datos, documentos o informes de carácter técnico 
haga necesaria la coordinación interregional del Sistema de Análisis 
Criminal para Crimen Organizado y Delitos de Alta Complejidad.
f) Requerir información de investigaciones a las Fiscalías Regiona-
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les cuando estime que ello resulta necesario para el desarrollo de 
las investigaciones que se encuentren a su cargo.
g) Ejercer, en lo que sea pertinente, las funciones, atribuciones, 
prerrogativas y responsabilidades asignadas a los Fiscales Regio-
nales conforme a lo dispuesto en el artículo 32.
h) Disponer las medidas que faciliten y aseguren la debida aten-
ción y protección de víctimas y testigos.
i) Ejercer las demás atribuciones que ésta u otra ley le confieran.

    Artículo 37 nonies.- El Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial 
deberá conocer y resolver, en los casos previstos por la ley procesal 
penal, las reclamaciones que cualquier interviniente en un proce-
dimiento formule en contra de un fiscal adjunto que se desempe-
ñe en la Fiscalía Supraterritorial.
    Las reclamaciones a que se refiere el inciso anterior deberán ser 
presentadas por escrito al Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, 
quien las resolverá, tambiénpor escrito, dentro de los cinco días 
hábiles siguientes a su recepción.

    Artículo 37 decies.- El Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, 
junto con dar cumplimiento a las instrucciones generales imparti-
das por el Fiscal Nacional, estará igualmente obligado a obedecer 
las instrucciones particulares que éste le dé en las investigaciones 
de delitos que se encuentren a su cargo, a menos que estime que 
tales instrucciones son manifiestamente arbitrarias o que atentan 
contra la ley o la ética profesional. De concurrir alguna de estas 
circunstancias, podrá representar las instrucciones. 
    Si la instrucción objetada incide en actuaciones procesales que 
no se puedan dilatar, el Fiscal Jefe Supraterritorial deberá realizarlas 
de acuerdo con la instrucción mientras la objeción no sea resuelta.
    Si el Fiscal Nacional acoge la objeción, deberá modificar la ins-
trucción. En caso contrario, el Fiscal Nacional asumirá la plena 
responsabilidad, y el Fiscal Jefe Supraterritorial deberá dar cum-
plimiento a lo resuelto sin más trámite.
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    Artículo 37 undecies.- El Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial 
rendirá cuenta anualmente, en enero de cada año, en audiencia 
pública, de las actividades desarrolladas por la Fiscalía Supraterri-
torial, e incluirá estadísticas básicas que los reflejen, el uso de los 
recursos otorgados y las dificultades enfrentadas en el ejercicio de 
sus funciones.
    Sin perjuicio de lo anterior, el Fiscal Nacional informará, en la 
audiencia anual del mes de mayo de cada año, a las Comisiones 
de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de ambas ra-
mas del Congreso Nacional, respecto de los antecedentes genera-
les sobre funcionamiento de la Fiscalía Supraterritorial y, también, 
de los fenómenos y desafíos en materia de crimen organizado que 
surgen del funcionamiento de ella.

    Artículo 37 duodecies.- El Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial 
será subrogado por el fiscal adjunto que el Fiscal Nacional determi-
ne mediante resolución, y podrá establecer entre varios el orden de 
subrogación que estime conveniente. A falta de designación, lo su-
brogará el fiscal adjunto más antiguo de la Fiscalía Supraterritorial.
    Procederá la subrogación por el solo ministerio de la ley cuando, 
por cualquier motivo, el Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial se 
encuentre impedido de desempeñar su cargo.

    Artículo 37 terdecies.- La remoción por pérdida de confianza del 
Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial se hará efectiva por medio 
de la petición de renuncia que formule el Fiscal Nacional.
    Si dicha renuncia no se presenta dentro de las cuarenta y ocho 
horas siguientes contadas desde el requerimiento, se declarará va-
cante el cargo.
    Con todo, si el Fiscal Nacional, con ocasión de la pérdida de su 
confianza, resuelve remover al Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterri-
torial, deberá hacerlo mediante resolución fundada.
    El Fiscal Nacional deberá informar al Consejo General del Minis-
terio Público de la resolución por la cual se remueve al Fiscal Jefe 
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de la Fiscalía Supraterritorial.

PÁRRAFO 4º TER
DEL SISTEMA DE ANÁLISIS CRIMINAL PARA CRIMEN 
ORGANIZADO Y DELITOS DE ALTA COMPLEJIDAD

    Artículo 37 quaterdecies.- Créase el Sistema de Análisis Criminal 
para Crimen Organizado y Delitos de Alta Complejidad, en adelan-
te, e indistintamente, el “Sistema”, para el fortalecimiento de la per-
secución penal, mediante la incorporación de estrategias de aná-
lisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras 
de criminalidad reconocibles.
    El Sistema ejercerá sus funciones respecto de los delitos que 
determine el Fiscal Nacional, mediante resolución. Tendrá las si-
guientes funciones:
a) la generación de información a partir del
análisis de datos agregados de causas vigentes o terminadas y 
otras fuentes de información.
b) la elaboración de reportes de la información analizada.
c) la formulación de orientaciones y procedimientos estándares de 
gestión eficiente de la información que permitan el logro de los re-
sultados establecidos.
    Los informes y reportes elaborados por el Sistema, en ejercicio 
de las funciones señaladas en el inciso anterior, podrán ser decla-
rados reservados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 21 
de la ley Nº 20.285, Sobre acceso a la información pública.
    El Sistema dependerá de cada Fiscalía Regional y estará a cargo 
de un fiscal adjunto al que se asignará el desempeño de labores 
de jefatura, y resultará aplicable lo dispuesto en el inciso final del 
artículo 38. Asimismo, deberá coordinarse operativamente con las 
fiscalías locales de la respectiva región, y estará compuesto por fis-
cales adjuntos y profesionales que se desempeñen como analis-
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tas. Los fiscales adjuntos deberán ejercer la acción penal, adoptar 
medidas de protección a víctimas y testigos, y dirigir la investiga-
ción en aquellos delitos de competencia del Sistema, de acuerdo 
con las instrucciones generales del Fiscal Nacional.
    La designación, destinación y los posteriores cambios de los fis-
cales adjuntos que formen parte del Sistema serán de competencia 
de los Fiscales Regionales, previa aprobación del Fiscal Nacional.
    Un reglamento dictado por el Fiscal Nacional establecerá la for-
ma de funcionamiento del Sistema y la coordinación que deberá 
existir entre los sistemas regionales y la Fiscalía Supraterritorial.

PARRAFO 5º
    DE LAS FISCALÍAS LOCALES Y
LOS FISCALES ADJUNTOS

    Artículo 38.- Las fiscalías locales serán las unidades operativas 
de las Fiscalías Regionales para el cumplimiento de las tareas de 
investigación, ejercicio de la acción penal pública y protección de 
las víctimas y testigos.
    Las fiscalías locales contarán con los fiscales adjuntos, profesio-
nales y personal de apoyo, así como con los medios materiales que 
respectivamente determine el Fiscal Nacional, a propuesta del Fis-
cal Regional dentro de cuyo territorio se encuentre la fiscalía local.
    Cada fiscalía local estará integrada por uno o más fiscales adjuntos, 
que serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta del fiscal 
regional. Si la fiscalía local cuenta con dos o más fiscales adjuntos, 
el fiscal regional asignará a uno de ellos el desempeño de labores de 
jefatura, las que realizará, con la denominación de fiscal adjunto jefe, 
mientras cuente con la confianza de dicho fiscal regional. 
    Si se trata de las fiscalías con un único fiscal adjunto, éstas de-
berán contar con una planta de a lo menos un fiscal adjunto y dos 
abogados asistentes.
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    Artículo 39.- La ubicación de las fiscalías locales en el territorio 
de cada Fiscalía Regional será determinada por el Fiscal Nacional, 
a propuesta del respectivo Fiscal Regional. En la distribución geo-
gráfica y organización de las fiscalías locales se atenderá especial-
mente a criterios de carga de trabajo, extensión territorial, facilidad 
de comunicaciones y eficiencia en el uso de los recursos.
 
   Artículo 40.- Cuando una fiscalía local cuente con más de un fiscal 
adjunto, la distribución de los casos entre los distintos fiscales ad-
juntos será realizada por el fiscal jefe de conformidad a las instruc-
ciones que al respecto imparta el Fiscal Nacional. En todo caso, la 
distribución de casos deberá hacerse siempre sobre la base de cri-
terios objetivos, tales como la carga de trabajo, la especialización 
y la experiencia.
    En todos los casos en que el fiscal adjunto se encontrare impe-
dido de desempeñar el cargo por cualquier causa será subrogado, 
por el solo ministerio de la ley, con todas sus facultades y obliga-
ciones, por el abogado asistente perteneciente a la misma fiscalía, 
designado por el Fiscal Regional.
    Si la subrogación a que se refiere el inciso anterior se ejerciera por 
más de catorce  días, el abogado asistente que subrogue al fiscal per-
cibirá una remuneración equivalente a la del fiscal titular por todo el 
tiempo que dicho profesional hubiere ejercido como subrogante.
    En el caso de que persista la circunstancia o el impedimento por 
más de treinta  días, el Fiscal Regional podrá designar a un aboga-
do asistente en calidad de suplente, percibiendo la misma remu-
neración que le corresponde al titular. Asimismo, podrá contratar-
se a un abogado quien realizará las labores del abogado asistente 
que está ejerciendo la suplencia.
    Excepcionalmente, si se trata de las suplencias señaladas en los 
artículos 22, 37 quáter, 86 bis y 93, el Fiscal Regional podrá desig-
nar como suplente a un fiscal adjunto o a un abogado asistente, 
quien percibirá la remuneración correspondiente al titular del 
cargo. Para efectuar dicha designación, el Fiscal Regional deberá 
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considerar criterios objetivos relativos a la experiencia e idoneidad 
profesional y la disponibilidad de recursos presupuestarios.
    Si un cargo de fiscal adjunto se encontrare vacante, el Fiscal Re-
gional podrá designar a un abogado asistente de fiscal en calidad 
de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corres-
ponde al titular. En todo caso, la suplencia no podrá extenderse 
por más de seis meses, al término de los cuales deberá nombrarse 
un titular, salvo en el caso de las suplencias señaladas en el inciso 
anterior.
    Sin perjuicio de su pertenencia a una fiscalía local, en el ejercicio 
de las tareas que les asigna la ley los fiscales adjuntos podrán reali-
zar actuaciones y diligencias en todo el territorio nacional, de con-
formidad a las normas generales que establezca el Fiscal Nacional.

    Artículo 41.- Los fiscales adjuntos serán designados por el Fiscal 
Nacional, a propuesta en terna del Fiscal Regional respectivo o del 
Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, según corresponda, la que 
deberá formarse previo concurso público. Los concursos se regirán 
por las reglas generales y bases que al efecto dicte el Fiscal Nacio-
nal e incluirán exámenes escritos, orales y una evaluación de los 
antecedentes académicos y laborales de los postulantes.
    Las bases que se dicten para el concurso público referido en el 
inciso anterior serán incorporadas en su llamado, el que será con-
vocado por el Fiscal Regional respectivo o el Fiscal Jefe de la Fisca-
lía Supraterritorial, según corresponda. Dicho llamado se efectuará 
mediante avisos que deberán publicarse en el Diario Oficial, al me-
nos dos veces en un diario de circulación nacional y, en el caso de 
las Fiscalías Regionales, además, dos veces en uno de circulación 
regional de la región correspondiente, en días distintos. En ambos 
casos, el llamado también será publicado en el sitio web institucio-
nal del Ministerio Público.

    Artículo 42.- Para ser nombrado fiscal adjunto, se requiere:
a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;
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b) Tener el título de abogado;
c) Reunir requisitos de experiencia y formación especializada ade-
cuadas para el cargo, y
    d) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incom-
patibilidades previstas en esta ley.

    Artículo 43.- Los fiscales adjuntos cesarán en sus cargos por:
a) Cumplir 75 años de edad.
b) Renuncia.
c) Muerte.
d) Salud incompatible con el cargo o enfermedad irrecuperable, de 
acuerdo a lo establecido en el reglamento.
e) Evaluación deficiente de su desempeño funcionario, de confor-
midad al reglamento.
 f) Incapacidad o incompatibilidad sobreviniente, cuando corresponda.

    Artículo 44.- Dentro de cada fiscalía local los fiscales adjuntos ejer-
cerán directamente las funciones del Ministerio Público en los casos 
que se les asignen. Con dicho fin dirigirán la investigación de los he-
chos constitutivos de delitos y, cuando proceda, ejercerán las demás 
atribuciones que la ley les entregue, de conformidad a esta última y a 
las instrucciones generales que, dentro  del ámbito de sus facultades, 
respectivamente impartan el Fiscal Nacional y el Fiscal Regional.
    Los fiscales adjuntos estarán igualmente obligados a obedecer 
las instrucciones particulares que el Fiscal Regional les dirija con 
respecto a un caso que les hubiere sido asignado, a menos que 
estimen que tales instrucciones son manifiestamente arbitrarias o 
que atentan contra la ley o la ética profesional. De concurrir alguna 
de estas circunstancias, podrán representar las instrucciones.
    La objeción deberá ser presentada por escrito al Fiscal Regional 
dentro de las 24 horas siguientes a la recepción de la instrucción 
particular de que se trate. El Fiscal Regional la resolverá también 
por escrito. Si acoge la objeción, el fiscal adjunto continuará des-
empeñando sus tareas según corresponda, de conformidad a las 
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normas generales. En caso contrario, el fiscal adjunto deberá cum-
plir la instrucción. Cuando el Fiscal Regional rechace una objeción 
formulada por un fiscal adjunto y le ordene dar cumplimiento a la 
instrucción original, se entenderá que asume plena responsabili-
dad por la misma.
    Tratándose de instrucciones relativas a actuaciones procesales 
impostergables, el fiscal adjunto deberá darles cumplimiento sin 
perjuicio de la objeción que pudiera formular de acuerdo a lo pre-
visto en los incisos precedentes.

    Artículo 44 bis.- A los fiscales adjuntos de la Fiscalía Supraterri-
torial les serán aplicables todas las funciones, atribuciones, prerro-
gativas y responsabilidades señaladas en este Título, y las demás 
contenidas en esta ley orgánica o que otras leyes les confieran, en 
lo que sea pertinente y adecuadas a la especial estructura de dicha 
unidad.

T I T U L O  III
Responsabilidades de los fiscales del Ministerio Público

    Artículo 45.- Los fiscales del Ministerio Público tendrán respon-
sabilidad civil, disciplinaria y penal por los actos realizados en el 
ejercicio de sus funciones, de conformidad a la ley.

    Artículo 46.- Presentada una denuncia en contra de un fiscal del 
Ministerio Público por su presunta responsabilidad en un hecho 
punible, o tan pronto aparezcan antecedentes que lo señalen 
como partícipe en un delito, corresponderá dirigir las actuaciones 
del procedimiento destinado a perseguir la responsabilidad penal:

a) Del Fiscal Nacional o del Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterrito-
rial, al Fiscal Regional que se designe mediante sorteo, en sesión 
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del Consejo General, la que será especialmente convocada y presi-
dida por el Fiscal Regional más antiguo;
 b) De un Fiscal Regional, al Fiscal Regional que designe el Fiscal 
Nacional, oyendo previamente al Consejo General, y
c) De un fiscal adjunto, al Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial o 
al Fiscal Regional que designe el Fiscal Nacional.

    Tratándose de delitos cometidos por un fiscal en el ejercicio de 
sus funciones, el fiscal a cargo de la investigación deducirá, si pro-
cediere, la respectiva querella de capítulos, conforme a las disposi-
ciones de la ley procesal penal.

    Artículo 47.-  Derogado

    Artículo 48.- La responsabilidad disciplinaria de los fiscales por los 
actos realizados en el ejercicio de sus funciones podrá hacerse efec-
tiva por la autoridad superior respectiva, de acuerdo con el proce-
dimiento regulado en los artículos siguientes, según corresponda.
    Para efecto de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 2º de 
esta ley, los incisos segundo y tercero del artículo 132, los artículos 
132 bis y 190 y el inciso primero del artículo 191 del Código Pro-
cesal Penal, serán aplicables a los abogados asistentes del fiscal, 
en lo pertinente, las normas sobre responsabilidad de los fiscales.

    Artículo 49.- Las infracciones de los deberes y prohibiciones en 
que incurran los fiscales serán sancionadas disciplinariamente, de 
oficio o a requerimiento del afectado, con alguna de las siguientes 
medidas:

a) Amonestación privada.
b) Censura por escrito.
c) Multa equivalente hasta media remuneración mensual, por el 
lapso de un mes.
d) Suspensión de funciones hasta por dos meses, con goce de me-
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dia remuneración.
e) Remoción.

    Artículo 50.- Las medidas disciplinarias mencionadas en las le-
tras a) a d) del artículo anterior se aplicarán tomando en cuenta la 
gravedad de la falta cometida, la eventual reiteración de la conduc-
ta, las circunstancias atenuantes y agravantes que arroje el mérito 
de los antecedentes.
    La remoción, en el caso de un fiscal adjunto, procederá cuando 
incurra en alguna de las circunstancias siguientes:
1) Incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en 
el ejercicio de sus funciones.
2) Falta de probidad, vías de hecho, injurias o conducta inmoral 
grave, debidamente comprobadas.
3) Ausencia injustificada a sus labores, o sin aviso previo, si ello sig-
nificare un retardo o perjuicio grave para las tareas encomendadas.
4) Incumplimiento grave de sus obligaciones, deberes o prohibi-
ciones. Se entenderán comprendidos dentro de esta circunstancia, 
entre otros, los siguientes hechos:

a) La no observancia reiterada de las instrucciones generales que 
haya dictado el Fiscal Nacional, el Fiscal Regional respectivo o el 
Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, según corresponda, para 
la debida tramitación de causas.
b) El no seguimiento reiterado de las instrucciones particulares 
que le hubiere impartido el respectivo Fiscal Regional o el Fiscal 
Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, según corresponda.
c) La infracción grave y reiterada del deber de objetividad o del de-
ber de adoptar medidas necesarias para brindar protección a las 
víctimas de delitos.
    Sin embargo, no se aplicará la medida de remoción respecto del 
fiscal adjunto que incurra en la prohibición a que se refiere el artí-
culo 9º bis, siempre que admita ese hecho ante su superior jerár-
quico y se someta a un programa de tratamiento y rehabilitación 



71

LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO

en alguna de las instituciones que autorice el reglamento. Si con-
cluye ese programa satisfactoriamente, deberá aprobar un control 
de consumo toxicológico y clínico que se le aplicará, con los meca-
nismos de resguardo a que alude el inciso segundo del artículo 66. 
El incumplimiento de esta norma hará procedente la remoción, sin 
perjuicio de la aplicación de las reglas sobre salud irrecuperable o 
incompatible con el desempeño del cargo, si procedieren.

    Artículo 51.- Cuando un fiscal adjunto aparezca involucrado en 
hechos susceptibles de ser sancionados disciplinariamente, el 
Fiscal Regional o el Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, en 
su caso, designará como investigador a uno de los fiscales del Mi-
nisterio Público. Si la gravedad de los hechos lo aconsejare, en la 
misma resolución podrá suspender de sus funciones al fiscal incul-
pado, como medida preventiva.
    Excepcionalmente, cuando la gravedad de los hechos o la com-
plejidad de la investigación iniciada con ocasión de ellos, lo haga 
necesario, el Fiscal Nacional podrá disponer, de oficio o a petición 
del Fiscal Regional correspondiente, que aquella sea continuada 
por un funcionario de la División de Probidad e Integridad y Audi-
toría Interna.
    Si el procedimiento se hubiere originado en una denuncia, se 
invitará a declarar a quien la hubiere formulado, o se le citará, si se 
desempeñare en el Ministerio Público, y se incorporarán a la causa 
los antecedentes que acompañare.
    El procedimiento será fundamentalmente oral y de lo actuado 
se levantará un acta general que firmarán los que hubieren de-
clarado, sin perjuicio de agregar los documentos probatorios que 
correspondan, no pudiendo exceder la investigación el plazo de 
quince días. Tan pronto se cerrare la investigación o, en todo caso, 
al término del señalado plazo, se formularán cargos, si procediere, 
debiendo el inculpado responderlos dentro de cinco días, a contar 
de la fecha de notificación de éstos. Si el inculpado ofreciere rendir 
prueba, el investigador señalará un plazo al efecto, el que no podrá 
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exceder de diez días.
    Vencido el plazo para los descargos o, en su caso, el término 
probatorio, el investigador procederá, dentro de los dos días si-
guientes, a emitir un informe que contendrá la relación de los 
hechos, los fundamentos y conclusiones a que hubiere llegado y 
formulará al Fiscal Regional o al Fiscal Jefe de la Fiscalía Suprate-
rritorial, cuando corresponda, la proposición que estimare proce-
dente. Conocido el informe, el Fiscal Regional o el Fiscal Jefe de la 
Fiscalía Supraterritorial, en su caso, dictará dentro de los dos días 
siguientes la resolución que correspondiere, la cual será notificada 
al inculpado.
    El inculpado podrá apelar de la resolución, para ante el Fiscal 
Nacional. El plazo para resolver el recurso de apelación será de 
cinco días, contados desde la recepción de los antecedentes en la 
Fiscalía Nacional.
    La resolución definitiva que se pronunciare en el procedimiento 
será informada al denunciante, si lo hubiere.
    Los plazos de días contemplados en este artículo serán de días 
hábiles.

    Artículo 52.- Si el inculpado de alguna infracción a sus deberes 
fuere un Fiscal Regional o el Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterrito-
rial, corresponderá al Fiscal Nacional aplicar el procedimiento es-
tablecido en el artículo anterior, nombrando como investigador a 
otro Fiscal Regional o al Jefe de la División de Probidad e Integridad 
y Auditoría Interna, con excepción de lo dispuesto en el inciso sexto.

    Artículo 53.- El Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales sólo 
podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del 
Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de diez 
de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negli-
gencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones.
    Al Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial le será aplicable lo 
dispuesto en el inciso anterior, además de la remoción por parte 
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del Fiscal Nacional.
    La solicitud de remoción señalará con claridad y precisión los 
hechos que configuraren la causal invocada y a ella se acompaña-
rán o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se 
fundare. Si la solicitud de remoción no cumpliere estos requisitos, 
el pleno, convocado al efecto, la declarará inadmisible en cuenta, 
sin más trámite.
    Admitida a tramitación la solicitud, el Presidente de la Corte Su-
prema dará traslado de ella al fiscal inculpado, el que deberá ser 
evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de 
recepción del oficio respectivo, que le será remitido junto con sus 
antecedentes por la vía que se estimare más expedita.
    Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso 
precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que 
se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el Ministro 
ante el cual deberá rendirse; efectuadas las diligencias o vencidos 
los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en 
relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convo-
cado al efecto. La Corte Suprema sólo podrá decretar medidas para 
mejor resolver una vez terminada la vista de la causa. Para acordar la 
remoción, deberá reunirse el voto conforme de cuatro séptimos de 
sus miembros en ejercicio. Cualquiera de las partes podrá compare-
cer ante la Corte Suprema hasta antes de la vista de la causa.
    La remoción de los Fiscales Regionales podrá solicitarla el Fiscal 
Nacional, además de las causales señaladas en el inciso primero, 
por el incumplimiento, de manera grave y reiterada, de las instruc-
ciones generales que aquel haya dictado para la debida tramita-
ción de las causas.
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T I T U L O  IV
          De la inhabilitación de los fiscales

    Artículo 54.- No podrá dirigir la investigación ni ejercer la acción 
penal pública respecto de determinados hechos punibles el fiscal 
del Ministerio Público respecto del cual se configure alguna de las 
causales de inhabilitación que establece el artículo siguiente.

    Artículo 55.- Son causales de inhabilitación:
1º. Tener el fiscal parte o interés en el caso de cuya investigación 
se trate.
2º. Ser el fiscal cónyuge, conviviente civil, o pariente por consan-
guinidad o afinidad en cualquiera de los grados de la línea recta 
y en la colateral por consanguinidad o afinidad hasta el segundo 
grado inclusive, de alguna de las partes, de sus representantes le-
gales o de sus abogados.
3º. Ser el fiscal cónyuge, conviviente civil, o pariente por consangui-
nidad o afinidad en cualquiera de los grados de la línea recta y en 
la colateral por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado 
inclusive, del juez de garantía o de alguno de los miembros del tri-
bunal del juicio oral ante quienes deba desempeñar sus funciones.
4°. Ser el fiscal tutor o curador de alguna de las partes, albacea de 
alguna sucesión, o administrador o representante de alguna perso-
na jurídica que sea parte en el caso de cuya investigación se trate.
5°. Tener el fiscal, personalmente, su cónyuge, conviviente civil, o 
alguno de sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales 
dentro del segundo grado, causa pendiente que deba fallar como 
juez o investigación que deba dirigir como fiscal, alguna de las partes.
6°. Ser o haber sido el fiscal, su cónyuge, conviviente civil, o alguno 
de sus ascendientes o descendientes, heredero o legatario institui-
do en testamento por alguna de las partes.
7º. Ser alguna de las partes heredero o legatario instituido en tes-
tamento por el fiscal.
8°. Tener pendiente alguna de las partes pleito civil o criminal con 
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el fiscal, con su cónyuge, conviviente civil, o con alguno de sus as-
cendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del se-
gundo grado.
    El pleito deberá haber sido promovido antes de haberse denun-
ciado el hecho de cuya investigación se trate.
9º. Ser el fiscal socio colectivo, comanditario, de responsabilidad 
limitada o de hecho de alguna de las partes, serlo su cónyuge, 
conviviente civil, o alguno de los ascendientes o descendientes del 
mismo fiscal, o alguno de sus parientes colaterales dentro del se-
gundo grado.
10. Tener el fiscal la calidad de accionista de una sociedad anóni-
ma que sea parte en el caso de cuya investigación se trate.
11. Tener el fiscal con alguna de las partes amistad que se manifies-
te por actos de estrecha familiaridad, o tenerla su cónyuge, convi-
viente civil, alguno de sus ascendientes o descendientes, o alguno 
de sus parientes colaterales dentro del segundo grado.
12. Tener el fiscal con alguna de las partes enemistad, odio o resen-
timiento que haga presumir que no se halla revestido de la debida  
objetividad.
13. Haber el fiscal, su cónyuge, conviviente civil, alguno de sus as-
cendientes o descendientes, o alguno de sus parientes colaterales 
dentro del segundo grado, recibido de alguna de las partes un be-
neficio de importancia, que haga presumir empeñada la gratitud 
del fiscal.
14. Haber el fiscal, su cónyuge, conviviente civil, alguno de sus as-
cendientes o descendientes, o alguno de sus parientes colaterales 
dentro del segundo grado, aceptado, después de iniciada la inves-
tigación, dádivas o servicios de alguna de las partes, cualquiera 
que sea su valor o importancia.
15. Tener alguna de las partes relación laboral con el fiscal o viceversa.
16. Ser el fiscal deudor o acreedor de alguna de las partes o de su 
abogado; o serlo su cónyuge, conviviente civil, o alguno de sus as-
cendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del se-
gundo grado.
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17. Si se trata de los Fiscales Regionales, ser alguna de las partes 
un ministro o una ministra de la Corte de Apelaciones que haya 
votado favorablemente su inclusión en la terna a la que se refiere 
el artículo 29.
    Sin embargo, no tendrá aplicación la causal del presente número 
si fuere parte alguna de las entidades fiscalizadas por la Superin-
tendencia de Seguridad Social, la Superintendencia de Pensiones, 
la Superintendencia de Salud, la Superintendencia de Bancos e 
Instituciones Financieras, la Superintendencia de Valores y Segu-
ros o uno de los Servicios de Vivienda y Urbanización, a menos que 
estas instituciones u organismos ejerciten actualmente cualquier 
acción judicial contra el fiscal o contra alguna otra de las personas 
señaladas o viceversa.

    Artículo 56.- Los fiscales deberán informar por escrito, al superior 
jerárquico que corresponda de acuerdo al artículo 59, la causa de 
inhabilitación que los afectare, dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes de tomar conocimiento de ella. De esta actuación que-
dará constancia en el registro.
    Sin perjuicio de lo anterior, continuarán practicando las diligencias 
urgentes que sean necesarias para evitar perjuicio a la investigación.

    Artículo 57.- Si la declaración de inhabilitación fuere solicitada 
por una parte en el procedimiento, el fiscal seguirá actuando en el 
caso respectivo, hasta que se resuelva la petición.
    Cuando la solicitud afectare al Fiscal Nacional, se presentará ante 
el Fiscal a quien corresponda subrogarlo, para los efectos de pro-
ceder al sorteo a que se alude en el inciso primero del artículo 59.

    Artículo 58.- La información de oficio sobre la concurrencia de 
una causal de inhabilitación, o la solicitud de que se declare, de-
berá ser resuelta dentro de tercero día de recibida la presentación 
respectiva.
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    Artículo 59.- Las inhabilitaciones que afecten a un fiscal adjunto 
serán resueltas por el Fiscal Regional respectivo o por el Fiscal Jefe 
de la Fiscalía Supraterritorial, según corresponda. Las que afecten 
a un Fiscal Regional o al Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial 
serán resueltas por el Fiscal Nacional y las que afecten a este últi-
mo por tres Fiscales integrantes del Consejo General, excluidos el 
Fiscal Nacional y el Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, desig-
nados por sorteo de conformidad al reglamento.

    Si se rechaza la concurrencia de la causal, el fiscal continuará con 
la investigación del caso.
    Si se acoge la causal de inhabilitación invocada, se deberá asig-
nar el caso a otro fiscal para que inicie o continúe la tramitación del 
asunto en que recae.
    La resolución que acoja o rechace la causal de inhabilitación 
invocada no será susceptible de reclamación alguna, salvo la inha-
bilitación que afecte a un fiscal adjunto, la que podrá ser objeto de 
reclamación ante el Fiscal Nacional.

T I T U L O  V
Incapacidades, incompatibilidades y 

prohibiciones

    Artículo 60.- No podrán ser fiscales quienes tengan alguna inca-
pacidad o incompatibilidad que los inhabilite para desempeñarse 
como jueces.

    Artículo 61.- El Fiscal Nacional, los Fiscales Regionales y el Fiscal Jefe 
de la Fiscalía Supraterritorial no podrán ser cónyuge o conviviente civil 
del Presidente de la República, ni estar vinculados con él por paren-
tesco de consanguinidad o afinidad en línea recta ni colateral hasta el 
cuarto grado de consanguinidad o afinidad, o por adopción.
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    Tampoco podrán desempeñarse como fiscales en la Fiscalía Na-
cional, o dentro de una misma Fiscalía Regional o en la Fiscalía 
Supraterritorial, o en cualquier cargo dentro de una misma fiscalía, 
los cónyuges o convivientes civiles y las personas que tengan entre 
sí los vínculos mencionados en el inciso anterior.

    Artículo 62.- Las funciones de los fiscales del Ministerio Público 
son de dedicación exclusiva, e incompatibles con toda otra función 
o empleo remunerado con fondos públicos o privados. Excepcio-
nalmente, podrán desempeñar cargos docentes de hasta un máxi-
mo de seis horas semanales, en cuyo caso deberán prolongar su 
jornada para compensar las horas que no hayan podido trabajar 
por causa del desempeño de los empleos compatibles.

    Artículo 63.- Los fiscales que se desempeñen en el Ministerio Pú-
blico estarán afectos a las siguientes prohibiciones:
a) Ejercer la profesión de abogado, salvo que se trate de actuacio-
nes en que estén involucrados directamente sus intereses, los de 
su cónyuge, conviviente civil, sus parientes por consanguinidad en 
línea recta o quienes se encuentren vinculados a él por adopción;
b) Intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que tengan 
interés personal o en que lo tengan el cónyuge, conviviente civil, 
hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguini-
dad y segundo de afinidad inclusive;
c) Comparecer, sin previa comunicación a su superior jerárquico, 
ante los tribunales de justicia como parte personalmente intere-
sada, testigo o perito, respecto de hechos de que hubiere tomado 
conocimiento en el ejercicio de sus funciones, o declarar en proce-
dimiento en que tengan interés el Estado o sus organismos;
d) Efectuar actuaciones que priven al imputado o a terceros del 
ejercicio de los derechos que la Constitución asegura, o lo restrin-
jan o perturben, sin autorización judicial previa; someter a tramita-
ción innecesaria o dilación los asuntos confiados a su conocimien-
to o resolución, o exigir documentos o requisitos no establecidos 
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en las disposiciones vigentes;
e) Solicitar, hacerse prometer, aceptar o recibir cualquier tipo de 
pago, prestación, regalía, beneficio, donativo, ventaja o privilegio, 
de cualquier naturaleza, para sí o para terceros, de parte de cual-
quier persona, natural o jurídica, con la cual deban relacionarse de 
cualquier modo, en razón del desempeño de sus funciones;
f) Ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal, me-
dios materiales o información del Ministerio Público para fines aje-
nos a los institucionales;
g) Usar su autoridad o cargo con fines ajenos a sus funciones;
h) Tomar, en las elecciones populares o en los actos que las pre-
ceden, más parte que la de emitir su voto personal; participar en 
reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o 
efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro del Mi-
nisterio Público, e
i) Incurrir, a sabiendas, en alguna causal de inhabilitación, o per-
mitir que incurran en ella su cónyuge, conviviente civil, o alguno 
de los parientes que pueden generarla.

    Artículo 64.- Los fiscales deberán abstenerse de emitir opiniones 
y dar a conocer antecedentes de investigaciones a su cargo a ter-
ceros ajenos a la investigación, fuera de los casos previstos en la 
ley o en las instrucciones impartidas por el Fiscal Nacional.

    Artículo 65.- Las incapacidades, incompatibilidades y prohibi-
ciones de que trata este Título les serán aplicables al Fiscal Na-
cional, y al Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, a los Fiscales 
Regionales de acuerdo al procedimiento establecido en la Consti-
tución Política de la República.
    Regirán, también, para los funcionarios del Ministerio Público, 
pero no se aplicará a los administrativos y auxiliares lo dispuesto 
en el artículo 62.
    La Contraloría General de la República informará a la autoridad 
que haya efectuado el nombramiento las incapacidades, incom-
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patibilidades y prohibiciones sobrevinientes de los fiscales y fun-
cionarios, que lleguen a su conocimiento.

T I T U L O  VI
Normas de personal

PARRAFO 1º
Relaciones estatutarias

    Artículo 66.- Las relaciones entre el Ministerio Público y quienes 
se desempeñen en él como fiscales o funcionarios, se regularán 
por las normas de esta ley y por las de los reglamentos que de con-
formidad con ella se dicten.
    En el reglamento se contendrán normas para prevenir el con-
sumo indebido de sustancias o drogas estupefacientes o sicotró-
picas. Además, se establecerá un procedimiento de control de 
consumo aplicable a las personas a que se refiere el artículo 9º 
bis. Dicho procedimiento de control comprenderá a todos los in-
tegrantes de un grupo o sector de funcionarios que se determinará 
en forma aleatoria, se aplicará en forma reservada y resguardará la 
dignidad e intimidad de ellos, observando las prescripciones de la 
ley Nº 19.628, sobre protección de los datos de carácter personal. 
Sólo será admisible como prueba de la dependencia una certifica-
ción médica, basada en los exámenes que correspondan.
    Supletoriamente, serán aplicables las normas que se indican a 
continuación:

    1.- Del Estatuto Administrativo, ley Nº 18.834:

    a) Los artículos 60 a 66, ambos inclusive, relativos a la jornada de 
trabajo, del Párrafo 2º del Título III;
      b) Los artículos 88, 89, 90, 91 y 96, del Párrafo 2º, sobre remune-
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raciones y asignaciones, del Título IV;
      c) Las normas sobre feriado anual y permisos contenidas en los 
artículos 97, 98, 99, 102, 103, 104, 105, 106 y 107 del Párrafo 3º del Tí-
tulo IV, y d) Los artículos 109 y 113, relativos a prestaciones sociales.

    2.- Del Código del Trabajo:
a) Los artículos 7º al 12, relativos al contrato individual de trabajo, 
que sólo se aplicarán a los funcionarios;
b) Las disposiciones sobre jornada ordinaria de trabajo, conteni-
das en los artículos 22, 27 y 28, y c) Las normas de protección de 
la maternidad contenidas en el Título II del Libro II, artículos 194 al 
208, ambos inclusive.

    3.- La ley Nº 19.345, que dispuso la aplicación de la ley Nº 16.744, 
sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales a los 
trabajadores del sector público. Para resolver la adhesión a las Mu-
tualidades, el Fiscal Nacional oirá previamente al Consejo General.

    Artículo 67.- Al Fiscal Nacional le corresponde determinar la for-
ma de contratación y expiración de los servicios de los funciona-
rios que se desempeñen en el Ministerio Público.

    Artículo 68.- La contratación de los funcionarios que se desem-
peñen en el Ministerio Público deberá ajustarse estrictamente al 
marco presupuestario respectivo.

    Artículo 69.- Para ingresar al Ministerio Público como funcionario, 
será necesario cumplir los siguientes requisitos generales:
a) Ser ciudadano;
b) Haber cumplido con la ley de reclutamiento y movilización, 
cuando fuere procedente;
c) Tener salud compatible con el desempeño del cargo;
d) Haber aprobado la educación media;
e) No haber cesado en un cargo público como consecuencia de 
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calificación deficiente, o por medida disciplinaria, salvo que hayan 
transcurrido más de cinco años desde la fecha de expiración de 
funciones, y
    f) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos 
públicos, ni haber sido condenado por crimen o simple delito.

    Artículo 70.- Los funcionarios del Ministerio Público, salvo aque-
llos de exclusiva confianza, serán seleccionados previo concurso 
público de antecedentes.
    Excepcionalmente, por resolución fundada, el Fiscal Nacional 
podrá autorizar la realización de concursos internos de funciona-
rios u otros sistemas de selección, los que en todo caso, deberán 
garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la 
evaluación de los méritos e idoneidad de los postulantes.
    En el caso de los concursos internos de funcionarios, éstos se 
regirán por las bases que, al afecto, el Fiscal Nacional dicte, las 
que deberán garantizar su publicidad y transparencia. Las bases 
serán incorporadas en el llamado al concurso interno y contem-
plarán parámetros objetivos e iguales para todos los funcionarios 
del país, debiendo considerarse, entre otros, los siguientes: evalua-
ciones obtenidas; conocimientos específicos del cargo que se trate 
de proveer; antigüedad en la institución y antigüedad en el grado 
respectivo, todo conforme al reglamento que sobre esta materia 
dictará el Fiscal Nacional.

    Artículo 70 bis.- Los fiscales adjuntos y funcionarios tendrán de-
recho a solicitar al Fiscal Nacional que autorice la permuta de sus 
cargos con el personal de otras fiscalías regionales, siempre que se 
trate del personal del mismo estamento, y se cumplan los requi-
sitos legales y reglamentarios para ocupar los respectivos cargos. 
Con todo, la evaluación de la solicitud deberá ser precedida por 
una consulta a los Fiscales Regionales respectivos.

    Artículo 71.- No se aplicarán al Ministerio Público las disposicio-
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nes legales que rigen la acción de la Contraloría General de la Re-
pública, salvo en aquellas materias en que la presente ley requiere 
expresamente de la intervención del órgano contralor.
    El nombramiento del Fiscal Nacional, el de los Fiscales Regiona-
les y el del Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial estará sujeto a 
los trámites de toma de razón y registro por la Contraloría General 
de la República. Lo mismo se aplicará a los demás decretos o reso-
luciones que los afecten, salvo que el Contralor General los eximie-
re de la toma de razón.
    El nombramiento de los fiscales adjuntos y la contratación de los 
funcionarios, así como las demás resoluciones que los afecten, se 
enviarán a la Contraloría General de la República para su registro.

PARRAFO 2º
Planta del personal

    Artículo 72.- La planta del Ministerio Público estará constituida por 
los siguientes cargos, a los cuales corresponderán los grados de la 
escala de sueldos del Poder Judicial que se indican:

CARGOS		           NÚMERO	 	          GRADOS
FISCALES
Fiscal Nacional		  1			   I
Fiscal Jefe de la
Fiscalía Supraterritorial	 1         	         		  III
Fiscal Regional		  18			   III
Fiscal Adjunto		  793			   IV-VIII
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FUNCIONARIOS
Director Ejecutivo
Nacional		  1			   II
Director Ejecutivo
Regional			  18			   III
Jefe de Unidad		  73			   III-V
Profesionales		  1.178			   VI-XI
Técnico			   611			   IX-XIV
Administrativos		  1.306			   XI-XVII
Auxiliares		  389			   XVII-XIX

    A los profesionales que desempeñen funciones de abogado asis-
tente de fiscal se les asignarán los grados entre el  VIII y el XI.
    El Fiscal Nacional, teniendo presente las necesidades de funcio-
namiento del Ministerio Público a nivel nacional y las disponibi-
lidades presupuestarias, determinará anualmente, previo informe 
del Consejo, la dotación de personal de la institución, incluyendo 
el número de cargos de planta vacantes que se proveerá, hasta el 
máximo señalado en cada nivel.

PARRAFO 3°
Remuneraciones

    Artículo 73.- El Fiscal Nacional tendrá una remuneración equiva-
lente a la del Presidente de la Corte Suprema, incluidas todas las 
asignaciones que correspondan a dicho cargo.

    Artículo 74.- Los Fiscales Regionales y el Fiscal Jefe de la Fis-
calía Supraterritorial tendrán una remuneración equivalente a la 
del Presidente de la Corte de Apelaciones de la región en que se 
desempeñen, incluidas todas las asignaciones que correspondan 
a dicho cargo.
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    Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, en el caso 
del Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial se entenderá que se 
desempeña en el territorio jurisdiccional correspondiente a la Cor-
te de Apelaciones de Santiago.

    Artículo 75.- La remuneración del fiscal adjunto que se desempe-
ñe como jefe de fiscalía local no podrá ser superior a la del grado IV 
del escalafón superior del Poder Judicial ni inferior a la del grado 
V del mismo escalafón, incluidas todas las asignaciones que le co-
rrespondan.
    Los demás fiscales adjuntos no podrán tener una remuneración 
superior a la del grado VI ni inferior a la del grado VIII del referido 
escalafón, incluidas todas las asignaciones que les correspondan.

    Artículo 75 bis.- Los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII 
a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico 
y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados je-
rárquicos inmediatamente superiores. Sin perjuicio de lo estable-
cido en el inciso segundo del artículo 75, mediante este sistema de 
ascenso los fiscales podrán acceder hasta el grado V inclusive, de 
acuerdo al presente artículo.
    Los procesos de promoción interna de que trata este artículo 
se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice 
su publicidad y transparencia, y en ellos obtendrán el respectivo 
ascenso los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:
     
    1) Haber permanecido en el cargo que ocuparen a la fecha de 
postulación, como mínimo, el número de años que se establece a 
continuación:
     
	 FISCAL ADJUNTO   GRADO     ANTIGÜEDAD EN EL CARGO
            	      		  VI      	          7
			   VII	          7
			   VIII	          6
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    2) No haber sido sancionado, durante los últimos dos años, con 
alguna medida disciplinaria o administrativa.
    3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una 
nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o 
superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación.
    4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el res-
pectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maes-
trías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la 
forma y condiciones que determine el Fiscal Nacional.
    En todo caso, en el respectivo proceso de promoción sólo podrá 
ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% 
de la planta de fiscales adjuntos. Si se excediere esa cifra, se pre-
ferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de 
desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar 
la igualdad, se priorizará a los fiscales adjuntos que tengan mayor 
antigüedad en la institución.
    La promoción de los fiscales adjuntos antes señalados se realiza-
rá solamente conforme a este artículo.

    Artículo 75 ter.- Los profesionales, los técnicos, los administrati-
vos y los auxiliares, con contrato indefinido del Ministerio Público y 
que no sean de exclusiva confianza, tendrán un sistema de ascen-
so, de  carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder suce-
sivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores en su 
respectiva planta de personal.
     
    Los procesos de promoción interna de que trata el presente artí-
culo se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garanti-
ce su publicidad y transparencia, y en ellos obtendrán el respectivo 
ascenso los funcionarios señalados en el inciso anterior que cum-
plan los siguientes requisitos:     
    1) Haber permanecido en el cargo que ocuparen a la fecha de 
postulación, como mínimo, el número de años que se establece a 
continuación:
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	 PROFESIONAL   GRADO    ANTIGÜEDAD EN EL CARGO
		                  VII	           7
		                  VIII	           7
		                  IX		           6
		                  X		           5
		                  XI		           4
     
	 TÉCNICO   GRADO    ANTIGÜEDAD EN EL CARGO
		   X		       7
		  XI		       7
		  XII		       6
		  XIII		       5
		  XIV		       4
     
	 ADMINISTRATIVO   GRADO   ANTIGÜEDAD EN EL CARGO
			   XII	                 7
			   XIII	                 7
			   XIV	                 7
			   XV	                 6
			   XVI	                 5
			   XVII	                 4

    	  AUXILIAR        GRADO    ANTIGÜEDAD EN EL CARGO
	          XVIII		        7
	          XIX		        6

    2) No haber sido sancionado, durante los últimos dos años, con 
alguna medida disciplinaria o administrativa.
     
    3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una 
nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o 
superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación.
     
    4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el res-
pectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maes-
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trías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la 
forma y condiciones que determine el Fiscal Nacional.
     
    En todo caso, en el respectivo proceso de promoción sólo podrá 
ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% 
de la respectiva planta de personal. Si se excediere esa cifra, se pre-
ferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de 
desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar 
la igualdad, se priorizará a los funcionarios que tengan mayor anti-
güedad en la institución.
    La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará 
conforme a las reglas de este artículo, sin perjuicio de que puedan 
postular a concursos internos.

    Artículo 76.- La remuneración de los funcionarios del Ministerio 
Público será determinada de acuerdo con el nivel asignado al cargo.
    Para estos efectos, existirán los siguientes niveles de cargos, refe-
ridos a los grados máximos y mínimos que en cada caso se señala, 
del escalafón superior o del escalafón de empleados del Poder Ju-
dicial, incluidas todas sus asignaciones:

    Nivel 1, Ejecutivos:
    Director Ejecutivo Nacional, grado II del escalafón superior.
    Directores Ejecutivos Regionales, grado III del escalafón superior.
    Jefes de Unidades nacionales y Jefes de Unidades regionales, 
grados III a V del escalafón superior.

Nivel 2, Profesionales:
    Grados VI  a XI del escalafón superior.

    Nivel 3, Técnicos:
    Grados IX a XIV del escalafón de empleados, con asignación profesional.
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    Nivel 4, Administrativos:
    Grados XI a XVII del escalafón de empleados, sin asignación pro-
fesional o con asignación profesional, en este último caso siempre 
que cuenten con un título profesional otorgado por una universi-
dad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste y se 
desempeñen por una jornada completa de trabajo.

    
Nivel 5, Auxiliares:

    Grados XVII a XIX del escalafón de empleados, sin asignación pro-
fesional o con asignación profesional, en este último caso siempre 
que cuenten con un título profesional otorgado por una universi-
dad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste y se 
desempeñen por una jornada completa de trabajo.

    Artículo 77.- El Fiscal Nacional aplicará el sistema de remunera-
ciones de acuerdo a criterios objetivos, permanentes y no discri-
minatorios.
    En especial, establecerá las circunstancias objetivas que se con-
siderarán para determinar la remuneración a que tendrán derecho 
los fiscales adjuntos, dentro de los tramos señalados en el artículo 
75, y aquella con la que serán contratados los funcionarios, en vir-
tud de lo dispuesto en el artículo 76.
    El sistema de remuneraciones deberá contemplar también bo-
nos por desempeño individual basados en los resultados de la eva-
luación del personal y bonos de gestión institucional por el cum-
plimiento de las metas que se establezcan.
    Las metas por gestión institucional dirán relación con la opor-
tunidad y eficiencia del desempeño laboral y con la calidad de los 
servicios prestados, teniendo en cuenta la cantidad, complejidad 
y naturaleza de los casos que estén bajo responsabilidad de la uni-
dad respectiva, así como los medios humanos y materiales con 
que cuenten.



90

LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO

PARRAFO 4°
Evaluaciones

    Artículo 78.- Los fiscales y funcionarios del Ministerio Público se-
rán evaluados de acuerdo a las normas del reglamento que dictará 
el Fiscal Nacional, el que establecerá un mecanismo público y ob-
jetivo de evaluación y reclamación.
    Los criterios de evaluación deberán considerar, a lo menos, el cum-
plimiento de metas establecidas y la calidad del trabajo realizado.

    Artículo 79.- Anualmente, los Fiscales Regionales y el Fiscal Jefe 
de la Fiscalía Supraterritorial serán evaluados por el Fiscal Nacio-
nal; los fiscales adjuntos por el Fiscal Regional respectivo o por el 
Fiscal Jefe de la Fiscalía Supraterritorial, según corresponda, y los 
funcionarios por el superior jerárquico correspondiente.

    Artículo 80.- Las evaluaciones servirán de base para determinar 
los bonos que corresponda otorgar de acuerdo al reglamento, así 
como de antecedentes en aquellos casos en que se postule a un 
grado o cargo superior o se solicite la remoción o el término del 
contrato de trabajo.

 PARRAFO 5°
Terminación del contrato de trabajo de los funcionarios

    Artículo 81.- El contrato de trabajo de los funcionarios del Minis-
terio Público, que no sean de exclusiva confianza, terminará por:

    a) Conclusión del trabajo o servicio objeto del contrato;
    b) Salud incompatible con el cargo o enfermedad irrecuperable, 
de acuerdo a lo establecido en el reglamento;
    c) Acuerdo de las partes;
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    d) Renuncia, debiendo dar aviso al superior jerárquico con treinta 
días de anticipación, a lo menos;
    e) Muerte;
    f) Evaluación deficiente de su desempeño funcionario, en confor-
midad al reglamento;
    g) Falta de probidad, vías de hecho, injurias o conducta inmoral 
grave debidamente comprobada;
    h) No concurrencia a sus labores sin causa justificada durante 
dos días seguidos o un total de tres días en el mes, o la ausencia 
injustificada, o sin aviso previo, si ello significare un retardo o per-
juicio grave para las tareas encomendadas;
    i) Abandono del trabajo, entendiéndose por tal la salida intem-
pestiva o injustificada del lugar de trabajo durante las horas de 
desempeño de su labor, sin permiso de quien deba otorgárselo, 
y la negativa a realizar las labores convenidas en el contrato, sin 
causa justificada;
    j) Incumplimiento grave de las obligaciones, deberes y prohibi-
ciones que impone esta ley o deriven de la función para la cual ha 
sido contratado, y
    k) Necesidades de la Fiscalía Nacional, Regional o de la Fiscalía Su-
praterritorial, en su caso, que determinará el Fiscal Nacional una vez 
al año, previo informe del Consejo General, tales como las derivadas 
de la dotación anual que se fije para el personal, de la racionaliza-
ción o modernización y del cambio de naturaleza de las funciones 
que haga necesaria la separación de uno o más funcionarios.

    En los casos de cargos de exclusiva confianza, la terminación del 
contrato de trabajo se hará efectiva por medio de la petición de 
renuncia que formulará el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional, se-
gún corresponda. Si la renuncia no fuere presentada dentro de las 
cuarenta y ocho horas de requerida, se declarará vacante el cargo.

 Artículo 81 bis.- Para los efectos de hacer efectivas las causales de 
terminación del contrato de trabajo de los funcionarios del Minis-
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terio Público señaladas en las letras g) y j) del artículo anterior, de-
berá realizarse un procedimiento disciplinario cuyas reglas serán 
determinadas en un reglamento interno. En todo lo no regulado 
reglamentariamente, se aplicarán las mismas reglas de sustancia-
ción establecidas en el artículo 51.

    Artículo 82.- Si el contrato de trabajo hubiere estado vigente un 
año o más y se le pusiere término por necesidades de la institu-
ción, de conformidad a la presente ley, deberá pagarse al funciona-
rio, al momento de la terminación, una indemnización equivalente 
a treinta días de la última remuneración mensual devengada por 
cada año de servicio y fracción superior a seis meses, prestados 
continuamente al Ministerio Público. Esta indemnización tendrá 
un límite máximo de trescientos treinta días de remuneración. Con 
todo, para los efectos de esta indemnización, no se considerará 
una remuneración mensual superior a noventa unidades de fo-
mento del último día del mes anterior al pago, limitándose a dicho 
monto la base de cálculo.

    Artículo 83.- El procedimiento de terminación del contrato de 
trabajo de los funcionarios, los reclamos que originare y las indem-
nizaciones a que diere lugar, se regirán, en lo no previsto en esta 
ley, por las normas establecidas en el Código del Trabajo.

PARRAFO 6º
Normas varias

    Artículo 84.- Serán aplicables a los funcionarios del Ministerio 
Público las normas sobre asociaciones de funcionarios de la Admi-
nistración del Estado establecidas en la ley Nº 19.296.
    Los fiscales sólo podrán participar en asociaciones gremiales, 
pero ellas, sus miembros o directivos no podrán influir o inmiscuir-
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se, de modo alguno, en el ejercicio de las atribuciones o facultades 
que la Constitución y la ley encomiendan a los fiscales. Su infrac-
ción acarreará las responsabilidades penales que la ley establezca.
    Queda prohibido a las personas que laboren en el Ministerio Pú-
blico negociar colectivamente y declararse en huelga.

    Artículo 85.- El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y el Fiscal 
Jefe de la Fiscalía Supraterritorial podrán determinar la contrata-
ción de servicios externos para el desempeño de funciones que no 
sean de las señaladas por la Constitución Política de la República.
    De igual forma, podrán contratar, sobre la base de honorarios, a 
profesionales y técnicos de nivel superior o expertos en determi-
nadas materias.

    Artículo 85 bis.- Los procedimientos de adquisición de bienes y 
servicios que se señalan a continuación, tendrán el carácter de re-
servados y se entenderán como tales para los efectos del inciso se-
gundo del artículo 20 de la Ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos 
Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. Tendrán 
la referida calidad aquellos requeridos para:
   
    a) El desarrollo de actuaciones de investigación, en conformidad 
con el artículo 182 del Código Procesal Penal.
    b) El uso de herramientas tecnológicas para el análisis criminal.
    c) La adopción de medidas para la seguridad de fiscales y fun-
cionarios.
    d) La oportuna adopción de medidas para proteger a víctimas y 
testigos.
    El Fiscal Nacional, a través de la División de Probidad e Inte-
gridad y Auditoría Interna, deberá supervisar que los procesos de 
adquisición y ejecución de los contratos que se hayan exceptua-
do se desarrollen y ejecuten de forma ajustada al decreto ley N° 
1.263, de 1975, orgánico de administración financiera del Estado, 
a la Ley de Presupuestos del Sector Público y a la Ley N° 19.886, de 
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Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación 
de Servicios.
    Sin perjuicio de lo anterior, el Fiscal Nacional deberá remitir se-
mestralmente a la Comisión Especial de la Cámara de Diputados a 
que se refiere el artículo 37 de la Ley N° 19.974, sobre el Sistema de 
Inteligencia del Estado y crea la Agencia Nacional de Inteligencia, 
y al Ministerio de Hacienda, un informe de carácter reservado de 
todas las compras de bienes y servicios adquiridos con aplicación 
a lo dispuesto en este artículo, con indicación de los montos invo-
lucrados, los proveedores de los bienes y servicios y la ejecución 
del respectivo contrato.

    Artículo 86.- Las personas que se desempeñen en el Ministerio 
Público tendrán derecho a exigir a la institución que las defienda y 
que se persiga la responsabilidad civil y criminal de quienes atenten 
contra su libertad, su vida, su integridad física o psíquica, su honra o 
su patrimonio, con motivo del desempeño de sus funciones.

    Artículo 86 bis.- La formación y perfeccionamiento de los fiscales 
adjuntos, y la capacitación de éstos y de los funcionarios estará a 
cargo de una Unidad de Formación, Perfeccionamiento y Capaci-
tación del Ministerio Público, con sede en la Fiscalía Nacional, que 
tendrá como función la de diseñar e implementar dichos progra-
mas y cursos.
    El cargo de Director de la Unidad de Formación, Perfecciona-
miento y Capacitación será de exclusiva confianza del Fiscal Na-
cional. Sin perjuicio de lo anterior, podrá designar en dicho cargo 
a un fiscal adjunto en ejercicio, si lo estimare pertinente, debiendo 
proveerse las correspondientes suplencias en su fiscalía de origen 
en tanto ejerza dicha labor, y pudiendo retornar a la misma una vez 
cesado en el cargo.
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T I T U L O  VII
Formación, perfeccionamiento y

capacitación

    Artículo 87.- El Fiscal Nacional, por propia iniciativa o a proposi-
ción de los Fiscales Regionales, del Fiscal Jefe de la Fiscalía Supra-
territorial o de la Unidad de Formación, Perfeccionamiento y Capa-
citación, según corresponda, aprobará los programas destinados 
a la formación, perfeccionamiento y capacitación de los fiscales y 
funcionarios del Ministerio Público, velando porque todos puedan 
acceder equitativamente a ellos.
    El Ministerio Público ejecutará la capacitación a través de con-
venios con terceros, seleccionados mediante licitación, a la que 
podrán postular personas naturales o jurídicas públicas o privadas, 
nacionales o internacionales. Sin perjuicio de lo anterior, podrá 
también autorizarse a los fiscales o funcionarios a concurrir a cursos 
que impartan terceros y se ajusten a los programas de capacitación.
    El Fiscal Nacional reglamentará la forma de distribución de los 
recursos anuales que se destinarán a actividades de capacitación, 
así como su periodicidad, formas de selección de los alumnos, ba-
ses de los concursos, licitación de fondos y los niveles de exigen-
cias mínimas que se requerirán a quienes realicen la capacitación.

    Artículo 87 bis.- Los fiscales y funcionarios podrán ser designados 
de manera temporal, por resolución del Fiscal Nacional y previo 
concurso interno, por un máximo de tres meses en cada año ca-
lendario, para impartir cursos de capacitación, perfeccionamiento 
y formación integral a los fiscales y funcionarios de la institución. 
Estos cursos tendrán como objetivo el desarrollo, complemento, 
perfeccionamiento o actualización de los conocimientos y des-
trezas necesarios para el eficiente desempeño de las funciones y 
aptitudes funcionarias, en el marco de las políticas institucionales. 
Esta designación no constituirá una renuncia al cargo de fiscal. El 
Fiscal Nacional regulará en un reglamento los factores mínimos a 
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ser considerados en estos concursos, las funciones y obligaciones 
de quienes sean designados para estas labores y las demás mate-
rias que se requieran.

    Artículo 88.- En los casos en que la capacitación impida al funcio-
nario desempeñar las labores de su cargo, conservará el derecho a 
percibir las remuneraciones correspondientes.
    La asistencia a cursos obligatorios de capacitación fuera de la 
jornada ordinaria de trabajo dará derecho a un descanso comple-
mentario igual al tiempo efectivo de asistencia a clases.

    Artículo 89.- Los fiscales y funcionarios seleccionados o autori-
zados para seguir cursos de capacitación tendrán la obligación de 
asistir a éstos. Los resultados que obtengan deberán ser conside-
rados para la evaluación de su desempeño y, cuando corresponda, 
para las postulaciones a grados o cargos superiores.
    Lo anterior obliga al fiscal o al funcionario capacitado a continuar 
desempeñándose en el Ministerio Público a lo menos por el doble 
del tiempo de extensión del curso de capacitación. Si el fiscal o 
funcionario se retirare antes del cumplimiento del plazo señalado, 
deberá devolver la parte proporcional de los costos de capacita-
ción con el reajuste correspondiente.

T I T U L O  VIII
Presupuesto

    Artículo 90.- El Ministerio Público se sujetará a las normas de la 
Ley de Administración Financiera del Estado.
    La Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar 
anualmente los recursos necesarios para el funcionamiento del 
Ministerio Público.
    Para estos efectos, el Fiscal Nacional comunicará al Ministerio de 
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Hacienda las necesidades presupuestarias del Ministerio Público 
dentro de los plazos y de acuerdo con las modalidades estableci-
das para el sector público.

TÍTULO IX
 PLAN INSTITUCIONAL ANUAL

    Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, 
deberá publicar en su página web un Plan Institucional Anual que 
contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, 
los objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores 
de desempeño o elementos de similar naturaleza que posibiliten 
la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de 
acción, y por región, dando cuenta del cumplimiento efectivo de 
su misión institucional, esto es, la eficiencia y eficacia en la perse-
cución penal y el mejoramiento en la atención de víctimas, junto 
con la evaluación del grado de cumplimiento del Plan Institucional 
Anual del año anterior.
    Un reglamento interno, el que deberá dictarse dentro de los cien-
to ochenta días contados desde la entrada en vigencia del presen-
te Título, regulará el procedimiento de elaboración y los conteni-
dos específicos del Plan.
    El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan 
Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la refe-
rida cuenta se publicará en la página web institucional.

    
TÍTULO X

Sistema de Supervisión de la Persecución Penal
       
    Artículo 92.- Créase el Sistema de Supervisión de la Persecución 
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Penal, cuyo objetivo será velar por el cumplimiento de lo dispues-
to en la normativa legal aplicable, las instrucciones generales que 
dicte el Fiscal Nacional y por la calidad y oportunidad de la perse-
cución penal. La Unidad de Supervisión de la Persecución Penal, 
dependiente de la División de Planificación, Control de la Gestión 
y Supervisión, estará encargada del funcionamiento y administra-
ción del Sistema, debiendo respetar la autonomía de cada fiscal 
en la dirección de la investigación y el ejercicio de la acción penal 
pública, conforme a la Constitución y las leyes y, especialmente, 
con lo dispuesto en la letra a) del artículo 17 y en el artículo 44.
    La Unidad de Supervisión de la Persecución Penal deberá formu-
lar un plan anual de supervisión, de carácter reservado, el cual será 
sancionado por el Fiscal Nacional al término de cada año calenda-
rio. Para la ejecución de dicho plan podrá considerar supervisio-
nes generales o temáticas, pudiendo versar sobre determinadas 
tipologías o fenómenos delictuales, abordar una o más Fiscalías 
Locales y el Sistema de Análisis Criminal para Crimen Organizado y 
Delitos de Alta Complejidad.
    Para llevar a cabo la supervisión, la Unidad realizará aquellas 
actividades necesarias para el cumplimiento de sus funciones, las 
que serán establecidas por el Reglamento señalado en el artículo 
siguiente.

    Artículo 93.- La Unidad de Supervisión de la Persecución Penal 
estará conformada por fiscales adjuntos y profesionales que apo-
yarán en el ejercicio de dicha función.
    Los fiscales adjuntos que sean designados a esta Unidad conta-
rán con dedicación exclusiva a la labor de supervisión, y durarán 
en dicha función por un plazo de cuatro años, prorrogables por 
una sola vez y por el mismo período, debiendo en dicho caso pro-
veerse las correspondientes suplencias en sus fiscalías de origen, 
de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria de la institución, y 
obligándose a retornar a sus funciones habituales transcurrido di-
cho plazo.
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    Un reglamento dictado por el Fiscal Nacional regulará la forma 
de funcionamiento del Sistema, el contenido mínimo del Plan 
Anual de Supervisión, los lineamientos para el diseño y desarrollo 
de actividades de supervisión, sus consecuencias en las evaluacio-
nes de desempeño, los requisitos y las características del concurso 
para los fiscales adjuntos y profesionales que conformarán esta 
Unidad, entre otras materias que se consideren necesarias para el 
adecuado funcionamiento del Sistema de Supervisión de la Perse-
cución Penal.

TÍTULO XI
Evaluaciones externas

       
    Artículo 94.- El funcionamiento del Ministerio Público deberá ser 
evaluado cada tres años, por una entidad externa, conforme a los 
mecanismos y criterios de evaluación señalados en este artículo.
    El objeto de esta evaluación será fortalecer las capacidades insti-
tucionales y de autoevaluación de la Fiscalía Nacional, de la Fisca-
lía Supraterritorial y de las Fiscalías Regionales, así como promover 
la mejora continua de la calidad de la persecución penal y la aten-
ción de víctimas y testigos. Para efectos de este artículo, la Fiscalía 
Nacional estará constituida por todas sus unidades especializadas 
y unidades de apoyo y por aquellas que no dependan de una Fis-
calía Regional.
    La evaluación deberá medir los resultados de las acciones desa-
rrolladas para el cumplimiento de las funciones constitucionales 
del Ministerio Público, mediante parámetros de eficiencia, eficacia 
y calidad. Para ello, se deberán considerar, entre otros, los siguien-
tes criterios: la cantidad de investigaciones de hechos constituti-
vos de delito iniciadas y concluidas; las formas de término de di-
chas investigaciones, y los procedimientos de acompañamiento y 
asesoría realizados a víctimas y testigos, así como los procedimien-
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tos y coordinaciones necesarias con los demás actores relevantes 
para la persecución penal. Con todo, el informe deberá contener 
las mediciones con los resultados globales del Ministerio Público.
    El Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una 
entidad evaluadora externa, cuyo informe se publicará en la pági-
na web institucional al mes siguiente de la entrega de la evaluación 
realizada por dicha entidad, no más allá de dieciocho meses des-
pués del cuarto año a que se refiere el inciso primero. Asimismo, 
sus conclusiones deberán incluirse en la siguiente cuenta pública 
del Ministerio Público.

    Artículo 95.- La Fiscalía Supraterritorial y las Fiscalías Regionales 
deberán aplicar anualmente procedimientos de autoevaluación 
institucional, cuyos resultados deberán ser considerados como 
antecedentes de la evaluación señalada en el artículo anterior.
    Los criterios de dicha autoevaluación serán fijados por el Fiscal 
Nacional, a través de un reglamento.

Artículos  transitorios

    Artículo 1º.- Para el nombramiento del primer Fiscal Nacional, el 
Presidente de la Corte Suprema, dentro de los cinco días siguien-
tes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, deberá llamar a 
concurso público para conformar la quina de postulantes al cargo, 
la que remitirá al Presidente de la República dentro de los treinta 
siguientes a la fecha de dicha convocatoria. En lo no regulado por 
esta norma, se observará lo dispuesto en el artículo 15.

    Artículo 2º.- Dentro de los cinco días siguientes a aquel en que 
se publique en el Diario Oficial el decreto de nombramiento de la 
persona designada por el Presidente de la República como Fiscal 
Nacional, los Presidentes de las Cortes de Apelaciones de La Se-
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rena y de Temuco deberán llamar a concurso público de antece-
dentes para conformar las ternas de los postulantes a los cargos 
de Fiscales Regionales de la Cuarta Región de Coquimbo y de la 
Novena Región de La Araucanía, respectivamente, las que serán 
remitidas dentro de los treinta días siguientes al Fiscal Nacional 
para su designación.
    Dentro de los diez días siguientes a la recepción de las ternas, el Fis-
cal Nacional procederá al nombramiento de los Fiscales Regionales.
    En lo no previsto en este artículo, se aplicará lo establecido en el 
artículo 29.
    El Fiscal Nacional dispondrá las oportunidades y formas en que 
se procederá a contratar los funcionarios que se desempeñarán en 
esas Fiscalías Regionales.

    Artículo 3º.- El Fiscal Nacional solicitará a las Cortes de Apelacio-
nes con asiento en comunas ubicadas en las restantes regiones del 
país la elaboración de las ternas para la designación de los Fiscales 
Regionales con doce meses de anticipación respecto de los plazos 
que se establecen en el artículo siguiente.
    Con todo, el Fiscal Nacional solicitará la designación de los Fis-
cales Regionales de la Región Metropolitana de Santiago hasta con 
dieciocho meses de anticipación respecto del plazo que se esta-
blece en el artículo siguiente. Asimismo, la convocatoria a concur-
sos públicos para la primera designación de fiscales adjuntos se 
hará por el Fiscal Nacional sin esperar el nombramiento de dichos 
fiscales regionales.
    Regirá, al efecto, el procedimiento previsto en el artículo 29, y ten-
drá aplicación lo dispuesto en el inciso final del artículo precedente.

    Artículo 4º.- Las normas que autorizan al Ministerio Público para 
ejercer la acción penal pública, dirigir la investigación y proteger a 
las víctimas y los testigos, entrarán en vigencia con la gradualidad 
que se indica a continuación:
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	 IV y IX Regiones		  16 de diciembre de 2000.
	 II, III y VII Regiones	 16 de octubre de 2001.
	 I, XI y XII Regiones		 16 de diciembre de 2002.
	 V, VI, VIII y X Regiones	 16 de diciembre de 2003.
	 Región Metropolitana	 16 de junio de 2005.

    Dentro de los plazos indicados, se conformarán gradualmente 
las fiscalías regionales, de acuerdo con los recursos que se aprue-
ben en las respectivas Leyes de Presupuestos del Sector Público.

INCISO DEROGADO

    Artículo 5º.- En tanto no se hubieren designado todos los fiscales 
regionales, el Consejo General del Ministerio Público funcionará 
con el Fiscal Nacional, que lo presidirá, y los fiscales regionales que 
se hubieren nombrado.

    Artículo 6°.- Dentro de los seis meses siguientes a su nombra-
miento, el Fiscal Nacional dictará los reglamentos a que se refiere 
esta ley.

    Artículo 7º.- El gasto que origine la aplicación de esta ley du-
rante el año 1999, se financiará mediante transferencias del ítem 
50-01-03-25-33.104 de la partida Tesoro Público del Presupuesto 
vigente.’’.
    Habiéndose cumplido con lo establecido en el Nº 1º del artículo 
82 de la Constitución Política de la República y por cuanto he teni-
do a bien aprobarlo y sancionarlo; por tanto promúlguese y llévese 
a efecto como Ley de la República.
    Santiago, 8 de octubre de 1999.- EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, Pre-
sidente de la República.- María Soledad Alvear Valenzuela, Ministra 
de Justicia.- Eduardo Aninat Ureta, Ministro de Hacienda.
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    Lo que transcribo para su conocimiento.- Le saluda atentamente, 
José Antonio Gómez Urrutia, Subsecretario de Justicia.

Tribunal Constitucional
Proyecto de ley establece la Ley Orgánica
Constitucional del Ministerio Público

    El Secretario del Tribunal Constitucional, quien suscribe, certifica 
que la Honorable Cámara de Diputados envió el proyecto de ley 
enunciado en el rubro, aprobado por el Congreso Nacional, a fin de 
que este Tribunal ejerciera el control de la constitucionalidad de 
los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5º, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 
18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 
37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 
56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, -inciso 
segundo- 77, -incisos primero y segundo-, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 87, 
88 y 89 permanentes y 1° al 6° transitorios, y que por sentencia de 
28 de septiembre de 1999, declaró:
    1. Que las palabras ‘’y reglamentos’’, contenidas en el inciso ter-
cero del artículo 6° del proyecto remitido son inconstitucionales y 
deben eliminarse de su texto.
    2. Que el inciso segundo del artículo 9° del proyecto remitido es 
inconstitucional, y debe eliminarse de su texto.
    3. Que la oración ‘’y poseer el nivel educacional o título profesio-
nal o técnico que por la naturaleza del empleo exija el reglamento’’, 
contenida en la letra d) del artículo 69 del proyecto remitido, es 
inconstitucional, y debe igualmente eliminarse de su texto.
    4. Que las disposiciones contenidas en los artículos 17, letra i); 
38, inciso tercero; 49, permanentes, y 1° y 2°, inciso primero, transi-
torios, son constitucionales, en el entendido señalado en los con-
siderandos 25°, 26°, 27° y 28°, respectivamente; y 5. Que las demás 
disposiciones del proyecto son constitucionales.
    Santiago, septiembre 29 de 1999.- Rafael Larraín Cruz, Secretario.






